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    qué hacemos para cambiar el modelo productivo con medidas viables que acaben con el paro. Desde 2007 se han destruido 3,8 millones de empleos en España. Se suman a los casi dos millones de parados que había en los años de crecimiento, efecto de un modelo productivo que siempre mantuvo altas tasas de paro, y que cuando creaba empleo era tewmporal y de bajos salarios. La llamada «crisis» ha tenido un dramático coste en desempleo, agravado por la política europea de austeridad y recortes. Los economistas ortodoxos sostienen que la solución pasa por más desregulación y más devaluación salarial. Frente a ese pensamiento todavía hoy dominante, los autores proponen una alternativa que reúna dos condiciones: que sea viable, y que surja de la ciudadanía, que tenga apoyo social para hacerla posible. Es urgente reducir el paro, pero no al precio de más precariedad y desigualdad, sino avanzando a la vez hacia un modelo productivo más justo, con soberanía económica, ecológicamente sostenible, igualitario y basado en el reparto del trabajo y la riqueza.
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    Qué hacemos


    ¿Qué hacemos cuando todo parece en peligro: los derechos sociales, el Estado del bienestar, la democracia, el futuro? ¿Qué hacemos cuando se liquidan en meses conquistas de décadas, que podríamos tardar de nuevo décadas en reconquistar? ¿Qué hacemos cuando el miedo, la resignación, la rabia, nos paralizan?


    ¿Qué hacemos para resistir, para recuperar lo perdido, para defender lo amenazado y seguir aspirando a un futuro mejor? ¿Qué hacemos para construir la sociedad que queremos, que depende de nosotros: no de mí, de nosotros, pues el futuro será colectivo o no será?


    Qué hacemos quiere contribuir a la construcción de ese «nosotros», de la resistencia colectiva y del futuro compartido. Queremos hacerlo desde un profundo análisis, con denuncias pero sobre todo con propuestas, con alternativas, con nuevas ideas. Con respuestas a los temas más urgentes, pero también otros que son relegados por esas urgencias y a los que no queremos renunciar.


    Qué hacemos quiere abrir la reflexión colectiva, crear nuevas redes, espacios de encuentro. Por eso son libros de autoría colectiva, fruto del pensamiento en común, de la suma de experiencias e ideas, del debate previo: desde los colectivos sociales, desde los frentes de protesta, desde los sectores afectados, desde la universidad, desde el encuentro intergeneracional, desde quienes ya trabajan en el terreno, pero también desde fuera, con visiones y experiencias externas.


    Qué hacemos quiere responder a los retos actuales pero también recuperar la iniciativa; intervenir en la polémica al tiempo que proponemos nuevos debates; resistir las agresiones actuales y anticipar las próximas; desmontar el discurso dominante y generar un relato propio; elaborar una agenda social que se oponga al programa de derribo iniciado.


    Qué hacemos esta impulsada por un colectivo editorial y de reflexión formado por Olga Abasolo, Ramón Akal, Ignacio Escolar, Ariel Jerez, José Manuel López, Agustín Moreno, Bibiana Medialdea, Olga Rodríguez, Isaac Rosa y Emilio Silva.

  


  
    I. Introducción: el paro en las economías capitalistas


    Toda sociedad requiere que las personas que la componen desempeñen distintas actividades para satisfacer las necesidades y deseos de la población. El modo de producción determina cómo se reparte la carga de trabajo entre los distintos grupos sociales y entre las diferentes esferas. En la mayoría de las sociedades precapitalistas han sido las capas sociales dominadas las que han tenido que trabajar. En el capitalismo, además, se dan unas transformaciones importantes que profundizan en que el trabajo sea una fuente de explotación.


    Por una parte, el trabajo se subordina al capital. La población que trabaja pierde el control sobre la producción, y se ve condicionada a trabajar según las necesidades de obtener beneficios de los propietarios de las empresas. Por otro lado, gran parte de las actividades necesarias para la vida de las personas se sitúan fuera de la esfera mercantil y no son consideradas como trabajo. El encaje del capitalismo y el patriarcado encierra las actividades de reproducción de la fuerza de trabajo en los hogares y asigna su responsabilidad a las mujeres.


    En nuestras sociedades, el trabajo está definido como un espacio de jerarquía, obediencia y disciplina. La rentabilidad del capital es la fuerza motriz que determina los horarios, las tareas y la organización del trabajo. A la fuerza de trabajo le hace falta organizarse y luchar mucho para conquistar mejoras en las condiciones laborales.


    En lo formal, una relación laboral es un contrato libre firmado entre dos partes, pero en realidad dicho vínculo es una imposición para una de ellas. Es una relación radicalmente desigual, puesto que la única parte que tiene la capacidad de tomar la decisión de contratar es el empresario, en virtud de la propiedad privada de los medios de producción. Y los empresarios contratan con el objetivo fundamental de rentabilizar una inversión inicial. La necesidad de una producción creciente para obtener beneficios es la que motiva, por tanto, la contratación de las personas. Así pues, los empresarios solamente se ocupan de garantizar la rentabilidad del capital y no de garantizar empleo suficiente para la población. Puede haber muchas necesidades sociales sin satisfacer y mucha fuerza de trabajo disponible para trabajar, pero si estas no son rentables, no se pondrá en marcha el proceso productivo. En cambio, parte del trabajo se dedica a la producción de mercancías innecesarias e incluso nocivas para el territorio y las personas que, sin embargo, sí son rentables. El empleo no estará garantizado para todo el mundo mientras el trabajo sea una relación de explotación y no sea la propia población quien decida sobre el trabajo y las condiciones laborales. Sin embargo, y como veremos, las diferencias y márgenes de actuación en las distintas economías capitalistas difieren mucho entre sí.


    La posición social en relación a la propiedad de los medios de producción es el factor principal a la hora de explicar la distribución de la renta. Para las clases populares, que no disponen de otros medios de vida, la participación en el trabajo mercantil es su fuente fundamental de ingresos. En el capitalismo, el desempleo implica, por tanto, la exclusión económica y social. Pero, ¿realmente es necesario trabajar tanto como lo hacemos y en tales condiciones de precariedad?


    Las empresas tienen que competir entre ellas para asegurarse sus cuotas de mercado y poder continuar vendiendo y haciendo negocio. La competencia capitalista ha llevado a desarrollar e incorporar innovaciones tecnológicas y organizativas de gran alcance, que han reducido la fuerza de trabajo necesaria para la producción de mercancías. El resultado de los avances tecnológicos es que con menos horas de trabajo se produce cada vez más. El capital está permanentemente mejorando la productividad del trabajo porque se apropia en buena medida del fruto de esta. Salvo en algunos momentos de la historia, los salarios siempre han tendido a incrementarse por debajo de la mejora de la productividad, y la jornada laboral no se ha reducido al ritmo al que lo ha hecho el tiempo de trabajo necesario para fabricar los bienes y servicios de los que hoy disfrutamos.


    Es contradictorio que, mientras que el trabajo se vuelve superfluo y sobrante, no ha parado de crecer el número de personas empleadas y la asalarización se ha extendido por todas partes. La expansión del capital requiere la incorporación de nuevas poblaciones al trabajo asalariado y a la producción mercantil. Pero también provoca la exclusión de sectores de la población y territorios enteros, incapaces de acceder al empleo remunerado.


    El paro, un fenómeno estructural de perfiles difuminados


    En el capitalismo, el paro no se debe a que no haya necesidad de producir o a que haya escasez de medios para producir, sino a que los empresarios despiden o dejan de contratar más plantilla para maximizar sus beneficios. De forma recurrente se dan situaciones de crisis en las que no es rentable seguir produciendo, aunque exista la capacidad de hacerlo. En esos momentos, la acumulación se encuentra con múltiples límites inherentes a su dinámica expansiva. Grandes masas de capital se invierten en los procesos productivos, redundando en una mayor capacidad instalada, pero las posibilidades de absorción de nuevas mercancías y servicios adicionales son limitadas debido a la desigual distribución de la renta. Así pues, la reinversión de los beneficios acaba generando un exceso de capacidad instalada con relación a la demanda existente, así como caídas en la rentabilidad. Las crisis son inherentes al capitalismo y, en estas, la reestructuración del capital pasa generalmente por la expulsión de fuerza de trabajo del proceso de producción. Por lo tanto, el paro no es un «desequilibrio», es un instrumento esencial de ajuste de las empresas y de protección de los beneficios del capital en los momentos de crisis.


    Pero no solamente hay paro cuando hay crisis. El paro es consustancial a la dinámica capitalista porque las decisiones de producir y trabajar no están vinculadas a las necesidades materiales de la población y a la fuerza de trabajo disponible. Como se ha comentado, la decisión de crear empleo depende de si el capital va a obtener un beneficio con ello o no.


    En pocos momentos de la historia, y bajo circunstancias muy concretas, ha habido pleno empleo. Es el caso de algunas economías desarrolladas durante las décadas de 1950 y 1960. A partir de la década de 1980 las tasas de desempleo se han mantenido mucho más elevadas. Vivimos, por tanto, en una fase del capitalismo en la que este ha demostrado reiteradamente su incapacidad de generar los puestos de trabajo necesarios para toda la población que necesita un empleo.


    Además, se dan unas diferencias muy importantes entre unas economías y otras. Con la crisis actual han evolucionado de forma muy distinta las tasas de paro de las economías europeas: mientras que las economías más potentes han mantenido o incluso reducido su nivel de desempleo, las economías más débiles, como el caso español, han destruido empleo drásticamente viendo cómo se disparaba el paro.


    Los perfiles del desempleo se han ido volviendo con el tiempo cada vez menos nítidos. La situación de desempleo se define como aquella en la que una persona busca un empleo pero no lo encuentra. Es imposible conocer exactamente la cifra de personas en esta situación, aunque existen varios indicadores que tratan de aproximar dicho dato. En el Estado español se utilizan dos indicadores que dan resultados diferentes. Por una parte, tenemos la cifra de personas desempleadas inscritas en las oficinas del Servicio Público de Empleo Estatal (el antiguo INEM) como demandantes de trabajo. Este indicador subestima el paro, dado que muchas personas que no tienen trabajo no constan como inscritas, bien porque no reciben ninguna prestación (cuya percepción exige apuntarse previamente en las oficinas de empleo), bien porque no tienen expectativas de encontrar un trabajo por esta vía. Además, el SEPE utiliza un método de clasificación de los parados no comparable exactamente con el de otros países (clasifica a parte de los registrados como «no parados» cuando estos buscan su primer empleo). Esto ayuda a explicar igualmente que su nivel de desempleo sea siempre inferior al medido por otras fuentes.


    Por otra, tenemos la Encuesta de Población Activa (EPA), investigación continua y de periodicidad trimestral armonizada a nivel de la UE, basada en las entrevistas realizadas a una muestra representativa del conjunto de la población en edad de trabajar. Esta encuesta proporciona una información altamente fiable (se trata de una muestra de 65.000 familias al trimestre, equivalentes a unas 180.000 personas) y es el mejor indicador del que disponemos. Será la que aquí utilicemos para analizar la evolución del desempleo en la economía española.


    A pesar de la buena capacidad de la EPA para captar este fenómeno, cada vez es más difícil identificar el paro. La línea que separa la situación de empleo y paro es en ocasiones difusa, como consecuencia de la extensión de la precariedad y la utilización generalizada de contratos que cada vez tienen menos duración. Muchas personas encadenan de forma recurrente periodos de paro y de trabajo. Paralelamente, el concepto de empleo usado en las estadísticas ha degenerado. En las décadas de 1950 y 1960 un empleo significaba una garantía de renta y estabilidad; era, en cierto modo, un pasaporte de ciudadanía. Hoy en día, sin embargo, dicha realidad ha cambiado. Se considera empleo cualquier vínculo laboral, aunque contenga escasos derechos, y cualquier actividad que esté remunerada, aunque sea por poco tiempo y con salarios muy escasos. Una parte importante de la reducción del paro en muchas economías se debe actualmente al crecimiento de trabajos precarios, a tiempo parcial y/o de muy mala calidad. El paro se sustituye así por formas de «subempleo» que emplean la fuerza laboral por debajo de su capacidad. Crece el número de contratos a tiempo parcial y de personas que trabajan en empleos de cualificación inferior a su nivel formativo. También se extiende el fenómeno de «trabajadores y trabajadoras pobres», con empleos cuyos ingresos salariales están por debajo del umbral de la pobreza.


    Las mediciones del empleo, por tanto, no terminan de reflejar correctamente la situación real del mundo del trabajo. En muchos países llamados «subdesarrollados», con enorme miseria, existen tasas de paro bajas porque las estadísticas de empleo incluyen la economía informal. El trabajo doméstico, realizado principalmente por las mujeres en sus hogares, no es mercantil ni remunerado y no cuenta, por tanto, ni como empleo ni como paro. Hay que considerar también que, ante las escasas posibilidades de encontrar empleo, muchas personas desisten y pasan de ser paradas a ser inactivas, quedando por tanto ocultas para las estadísticas.


    A lo largo de las siguientes páginas abordaremos el análisis del desempleo en la economía española. Tras esta introducción, en el segundo apartado veremos cómo ha evolucionado dicho fenómeno durante los últimos años. Posteriormente, en tercer lugar, revisaremos de forma crítica los argumentos utilizados por los economistas ortodoxos para entender el paro en nuestro país, confrontándolos en el cuarto apartado con los factores explicativos que nosotros consideramos más apropiados. En la sección quinta abordaremos cómo las políticas implementadas para gestionar la crisis no sólo no han contribuido a solucionar este problema, sino que lo han agravado. Finalmente, en los apartados sexto y séptimo presentaremos algunas reflexiones en torno a qué medidas deberían impulsarse para avanzar en una solución al desempleo, que tomen en consideración restricciones como las marcadas por la crisis ecológica y realidades como la determinada por la división patriarcal del trabajo.


    

  


  
    II. Evolución del mercado de trabajo en la economía española


    El problema del desempleo no es nuevo en la economía española. Se trata de un fenómeno estructural que viene de lejos. Ya en la década de 1980 nuestra economía presentaba tasas de paro muy elevadas, notablemente superiores a las europeas. Incluso en el periodo previo a la crisis, en pleno auge económico, nuestra economía tenía tasas de paro en el entorno de los dos dígitos.


    Empleo y desempleo en la economía española: una mirada a largo plazo


    Aunque el patrón cíclico seguido por el desempleo en las distintas economías europeas ha sido similar, la distancia entre las tasas de paro de los países periféricos y los países centrales ha sido notable durante el último medio siglo (véase Gráfico 1).


    La evolución del desempleo en la economía española se enmarca en este patrón propio de las economías periféricas. Estas economías se caracterizan por tener menores niveles de renta per cápita, tejidos productivos más frágiles, desarrollos industriales y tecnológicos más atrasados y, por tanto, mayor dependencia externa tanto comercial como financiera. La evolución del desempleo en nuestra economía es un reflejo, por tanto, de su particular inserción en la economía mundial. Por un lado, es una economía que ha modernizado partes sustanciales de su actividad, con la destrucción de millones de empleos en la agricultura, la industria y el comercio. Y, por otro, es una economía que ocupa un papel secundario en el contexto de las economías desarrolladas y, por ello, es incapaz de crear un volumen de empleo adecuado.


    En las décadas de 1950 y 1960 nuestro mercado de trabajo experimenta reducidas tasas de desempleo, incluso menores que las de otros países periféricos. El intenso desarrollo económico de estos años, junto con la fuerte emigración de trabajadores al extranjero, explica estas reducidas cifras.


    Sin embargo, y al igual que sucedió en el resto de Europa, la crisis de los años setenta determinará la llegada del desempleo masivo así como su consolidación en el tiempo. A partir de estos años el desempleo en España superará ampliamente las cifras medias de las restantes economías europeas, incluidas las periféricas.


    Gráfico 1. Evolución de la tasa de desempleo en España y la UE-15 (en %)
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    Fuente: AMECO.


    * Nota. La tasa de paro de las economías periféricas viene dada por la media de las tasas de España, Irlanda, Italia, Grecia y Portugal, mientras que la de las economías del centro agrupa las de Alemania, Austria, Holanda, Bélgica, Francia, Luxemburgo y Finlandia.


    De 1980 en adelante podemos sintetizar la evolución del mercado de trabajo español en torno a los siguientes tres rasgos. En primer lugar, y como se acaba de mencionar, el desempleo de masas hace aparición situándose a partir de este momento en tasas superiores a los dos dígitos. Además, y en segundo lugar, se produce un aumento significativo de la población activa, consecuencia de la progresiva incorporación al mercado de trabajo de las mujeres. Finalmente, en tercer lugar, el mercado de trabajo español experimenta elevados ritmos de creación y destrucción de puestos de trabajo a partir de la década de 1980, siendo particularmente relevante el fuerte ritmo de destrucción de empleos en las crisis.


    La elevada tasa de paro que se consolida en la economía española a partir de la crisis de los setenta presenta unas características propias. Emergen con especial intensidad fenómenos como el desempleo de larga duración, el desempleo juvenil o el fuerte desempleo que sufren los trabajadores con menor nivel educativo.


    La economía ortodoxa ha explicado el elevado desempleo en el caso español a partir de lo que estos economistas denominan «rigideces institucionales»: la existencia de intensas regulaciones laborales (elevados costes de despido, negociación colectiva sectorial, generosos subsidios de desempleo, etc.) habría impedido una mayor flexibilidad del mercado de trabajo y, con ello, la reabsorción del desempleo hasta alcanzar niveles similares a la media de la UE-15.


    En el siguiente apartado examinaremos con más detalle esta hipótesis, según la cual la flexibilización del mercado de trabajo y la reducción de los costes laborales deberían contribuir a la creación de empleo (lo que exigiría, por tanto, la destrucción de las instituciones laborales). Anticipamos, no obstante, que las causas del diferencial de desempleo que presenta la economía española respecto a otras economías europeas deben buscarse fundamentalmente en su posición periférica así como en su particular modelo de desarrollo.


    La mitad de la década de 1990 marcará un importante punto de inflexión en la tendencia descrita, tal como podemos ver en el Gráfico 1 anterior. La progresiva entrada en vigor de la Unión Económica y Monetaria (a partir de la firma del Tratado de Maastricht en 1992), el proceso de liberalización de los mercados financieros internacionales y los cambios normativos con relación a la actividad inmobiliaria explicarán en buena medida la evolución experimentada por la economía española durante el periodo de 1994-2007. El desarrollo de la Ley del Suelo aprobada en 1998 por el Gobierno de Aznar (que dispara la rentabilidad asociada al sector de la construcción), la reducción de los costes de financiación en los mercados financieros internacionales como consecuencia de la entrada en vigor del euro y una política monetaria común con tipos de interés reducidos determinarán una enorme llegada de capital extranjero durante estos años. Esta masiva entrada de capitales propiciará un modelo de crecimiento basado en el endeudamiento privado, y una enorme burbuja crediticia e inmobiliaria.


    El intenso crecimiento de la demanda interna financiado por este incremento de la deuda externa determinará un fuerte ritmo de creación de empleo durante el periodo 1994-2007 y, con ello, un descenso de la tasa de paro hasta llegar al 8,3% al final del periodo. Entre 1994 y 2007 el PIB per cápita crece un 40%, los precios de la vivienda libre aumentan un 105%, la deuda de los hogares pasa del 46% al 132% de la renta disponible, llegan a España casi 5 millones de inmigrantes y se crean 8 millones de nuevos empleos (de ellos, casi 2 millones en el sector de la construcción), la tasa de ocupación pasa del 46% al 65% y el desempleo se reduce en más de 1,6 millones de parados.


    La asignación final que bancos y cajas de ahorros le dieron a la deuda externa que captaban en los mercados internacionales de capitales condicionó en buena medida el modelo de crecimiento español. Así, las enormes facilidades crediticias para inmobiliarias, constructoras y hogares determinaron que más de la mitad de los puestos de trabajo creados durante este periodo se ubicasen en los sectores de la construcción, la hostelería, el comercio o las empresas de servicios vinculadas a la actividad inmobiliaria. La consolidación del modelo de «ladrillo, sol y playa» resultará determinante para entender el intenso ritmo de destrucción de empleo con la llegada de la crisis.


    En este contexto, llama la atención la evolución del empleo industrial durante el periodo 1994-2007. Durante la segunda mitad de la década de 1990 la industria española creó medio millón de puestos de trabajo. No obstante, entre 2000 y 2007 apenas creó 50.000 empleos. Unos incentivos económicos orientados hacia las actividades especulativas e inmobiliarias contribuyeron a desincentivar la inversión industrial y, con ello, la creación de empleo en este sector.


    El hecho de que durante estos años la economía española generase casi la mitad de los puestos de trabajo creados en toda la UE-15 convivió, no obstante, con otras realidades laborales. En primer lugar, se produjo un fuerte aumento del peso de la contratación temporal, en parte debido al peso de la construcción en la creación de empleo y en parte asociado a las políticas empresariales que buscaban debilitar derechos laborales. En el Gráfico 2 podemos observar cómo la tasa de temporalidad española se sitúa por encima del 30% durante estos años muy por encima de la media de la UE-15, comenzando a descender únicamente con la llegada de la crisis (debido al mayor ritmo de destrucción de los empleos temporales).


    Gráfico 2. Evolución de la tasa de temporalidad (empleo temporal sobre el total del empleo en %)
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    Fuente: Encuesta de Población Activa, INE; Eurostat.


    Además, durante este periodo asistimos a una intensa moderación del crecimiento salarial. Este comportamiento se explica por una fuerte presión a la baja sobre los salarios derivada de las elevadas temporalidad y precariedad, por las políticas de externalización del empleo en las grandes empresas, por la incorporación de millones de trabajadores a la población ocupada y, particularmente, por una estrategia sindical basada en el diálogo social y la aceptación de la moderación salarial. Tal como podemos ver en el Gráfico 3, estos factores determinaron un crecimiento medio del salario real muy limitado durante el periodo de 1995-2007 (apenas un 0,2% anual).


    En dicho gráfico podemos observar además cómo el peso de las rentas del salario sobre el PIB se va reduciendo progresivamente entre 1995 y 2006 como consecuencia de dos factores. En primer lugar, aunque el ritmo de crecimiento de la productividad del trabajo fue muy débil durante este periodo, fue en cualquier caso superior al crecimiento salarial (0,6% anual frente al 0,2% señalado, diferencial que va a parar a las rentas empresariales).


    Gráfico 3. Salario real, productividad laboral y porcentaje del PIB que recibe la población asalariada.
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    Fuente: INE.


    * Nota. El salario real se calcula a partir del coste salarial total por trabajador de la Encuesta Trimestral de Coste Laboral; la productividad recoge la evolución del PIB a precios constantes por hora trabajada; la ratio RA/PIB representa la Remuneración de Asalariados con relación al PIB, ajustada para las rentas mixtas.


    En segundo lugar, la caída de la Remuneración de Asalariados respecto al PIB recoge un efecto composición: en la medida en que buena parte de los nuevos empleos creados durante este periodo eran empleos precarios de bajos salarios, disminuyeron tanto el salario medio como la participación de las rentas salariales en el producto nacional.


    Téngase en cuenta que, a pesar de que durante estos años la economía esspañola fue una auténtica máquina de generar empleos, y de que buena parte de estos fueron empleos temporales y de bajos salarios (propios de un mercado de trabajo muy flexible), el desempleo de masas siguió siendo una constante en nuestra economía durante todo el periodo. En 2007, con la menor tasa de desempleo de los últimos 25 años, España seguía teniendo 1,8 millones de parados.


    Crisis económica, ajuste y efectos sobre el empleo


    La crisis económica impacta en 2008 de forma fulminante sobre el ritmo de creación de empleo. En el último trimestre de ese año se destruyen ya 500.000 empleos. En los siguientes cinco años de crisis la destrucción de empleo proseguirá, hasta alcanzar los 3,6 millones de puestos de trabajo, tal como podemos ver en el Gráfico 4.


    En el Gráfico 5 podemos observar además cómo el proceso de destrucción de puestos de trabajo en España pasa en buena medida, al menos durante los primeros años de la crisis, por la supresión de empleos temporales. A esta eliminación de empleos temporales los más fáciles de suprimir, dados el nulo gasto que tiene la no renovación y su reducido coste de despido, se suma una destrucción del empleo indefinido que se acelera a partir de 2011.


    De este modo, entre el tercer trimestre de 2007 y el primero de 2014 se destruyen 3,8 millones de empleos, 637.000 de ellos no asalariados y 3,1 millones asalariados. De estos últimos 2,2 millones corresponden a empleos temporales y 944.000 a empleos indefinidos. Los despidos colectivos vinculados a Expedientes de Regulación de Empleo han afectado a 400.000 trabajadores a lo largo de este periodo.


    Gráfico 4. Crecimiento del empleo neto en la economía española (en miles)
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    Fuente: Encuesta de Población Activa, INE.


    Gráfico 5. Total de ocupados en la economía española (por categoría y tipo de contrato, en miles)
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    Fuente: Encuesta de Población Activa, INE.


    Entre 2008 y el primer trimestre de 2014, y según datos de la Encuesta de Población Activa, de los 3,8 millones de puestos de trabajo destruidos, el 47% corresponden a empleos del sector de la construcción, a 28% a empleos de la industria manufacturera, el 11% a actividades comerciales, el 4% a la hostelería, el 3% al sector del transporte y el 2% al sector financiero.


    No obstante, el patrón de destrucción de empleo presenta un comportamiento diferenciado según el periodo considerado. Así, si analizamos únicamente los primeros años de la crisis el periodo 2008-2010 comprobamos, cómo, de los 1,9 millones de empleos destruidos, el 53% son del sector de la construcción y el 37% de la industria manufacturera.


    Durante el periodo 2011-2013 la economía vuelve a entrar técnicamente en recesión, poniéndose de manifiesto la dureza y profundidad de la crisis, así como el efecto contraproducente de las políticas de austeridad y recortes salariales. En este segundo periodo de la crisis se destruyen 1,9 millones de empleos más; los porcentajes de empleos destruidos en el sector de la construcción y las manufacturas siguen siendo elevados, aunque se reducen al 40% y 18% respectivamente. Emerge con fuerza la destrucción de empleos asociada a los recortes del gasto público y social: el 26% de lo destruido durante este periodo, más de 400.000, están vinculados a los sectores de la Administración pública, la educación, las actividades sanitarias y los servicios sociales.


    El segundo trimestre de 2014, como se puede ver en el Gráfico 4, marca un punto de inflexión significativo en esta tendencia de destrucción de empleo. La EPA recoge la creación durante este trimestre de 400.000 nuevos empleos. Hasta qué punto este dato el último disponible marca un nuevo ciclo en la evolución del empleo, o bien se trata un dato puntual relativamente aislado propio de la campaña de verano, es algo que aún está por ver. La razón de dicho crecimiento responde en buena medida, además, al relajamiento de los recortes fiscales que tiene lugar desde principios de 2014 y que aún no sabemos cómo evolucionará en el futuro.


    Con la llegada de la crisis no sólo se va a producir un intenso proceso de destrucción de empleo. Tiene lugar también un descenso de la población activa (aquella que, o bien trabajando o bien en desempleo, se encuentra vinculada al mercado de trabajo). Este descenso no se produce hasta 2012. A partir de esta fecha, y durante el periodo 2012-2013, se produce una reducción de la población activa de 300.000 personas, según datos de la EPA. Este descenso se explica fundamentalmente por tres causas: en primer lugar, el 60% de estos casos responde a una reducción de la población activa extranjera (por el progresivo retorno de antiguos inmigrantes a sus países de origen); el 40% restante viene dado por un descenso de la población activa autóctona, explicado a partes prácticamente iguales por el «efecto desánimo» la salida del mercado de trabajo ante la imposibilidad de encontrar un empleo y la emigración al extranjero.


    El fenómeno del desempleo presenta actualmente importantes especificidades en función de la edad, el sexo, el nivel de estudios, la nacionalidad o la comunidad autónoma de residencia de los trabajadores.


    En esta crisis, la tasa de paro de los varones se ha incrementado más rápidamente que la de las mujeres, por la fuerte destrucción de empleo en el sector de la construcción. Aun así, la tasa de desempleo de las mujeres no deja de ser más alta en todo momento que la de los varones (siendo del 27% en 2013, frente al 25,8% de los varones). Además, las personas de nacionalidad extranjera registran actualmente tasas de desempleo significativamente superiores a las que experimentan los trabajadores de nacionalidad española (36,8% frente a 24,3% en 2013, respectivamente). También la juventud es un fuerte condicionante del desempleo: la tasa de desempleo para el tramo de 16 a 24 años era del 55,7% en 2013, y del 34,1% para la cohorte de 25 a 29 años (muy por encima en ambos casos de la media estatal, situada en 2013 en el 26,4%).


    Igualmente, el nivel de estudios resulta determinante: en 2013 la tasa de paro entre la población analfabeta era del 54%, reduciéndose al 26,3% para aquellos que han completado la segunda etapa de educación secundaria, y al 16,4% para quienes tienen educación superior. Por último, también existen importantes diferencias por comunidad autónoma, oscilando la tasa de paro entre el 36,3% de Andalucía y el 15,8% del País Vasco.


    Una de las principales consecuencias de la crisis actual, debido a su intensidad y a su prolongada duración, ha sido el fuerte crecimiento experimentado por el paro de larga duración (aquel que sufren quienes llevan más de un año sin trabajar), que en 2013 alcanzaba ya el 59%. Especialmente preocupante resulta además el fuerte crecimiento en los últimos años del desempleo de muy larga duración (2 años o más parado), equivalente al 36% en 2013. Esta situación ha llevado a un progresivo incremento del número de hogares que tienen a todos sus miembros activos en paro, casi 2 millones a comienzos de 2014.


    Estas tendencias resultan particularmente dramáticas en un contexto como el actual, en el que solamente uno de cada tres parados cobra una prestación por desempleo. De hecho, como podemos observar en el Gráfico 6, el sistema de protección contra el desempleo ha quedado claramente superado por la magnitud y duración de la crisis, tanto por sus propias insuficiencias iniciales como por los recortes que ha sufrido en estos últimos años. Cada vez hay más desempleados, cada vez un mayor porcentaje de ellos son desempleados de larga duración y, a medida que pasa el tiempo, estos parados están cada vez menos protegidos. Así, el 57,3% de los desempleados que llevan menos de un año parados no reciben prestación, cifra que se eleva hasta el 78,6% en el caso de quienes llevan cuatro años o más.


    Gráfico 6. Parados según perciban o no prestaciones (por tiempo en desempleo) en 2013
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    Fuente: Encuesta de Población Activa, INE (tomado de Rocha y Negueruela, 2014, p. 72).


    

  


  
    III. Rigidez salarial, legislación laboral y falta de competitividad: las debilidades de los argumentos neoliberales


    En este apartado vamos a abordar tres cuestiones. En primer lugar procedemos a analizar los argumentos fundamentales utilizados por la economía ortodoxa para explicar el desempleo estructural en nuestra economía, así como su fuerte crecimiento durante la crisis. En segundo lugar revisaremos la debilidad teórica de estos argumentos para, en tercero, comprobar su inconsistencia empírica.


    La explicación neoliberal del desempleo


    La teoría ortodoxa del empleo afirma que el desempleo que se produce durante las crisis es el resultado de la negativa de los trabajadores a aceptar descensos en sus salarios, es decir, el salario real que le corresponde a la contribución productiva de su trabajo. El desempleo sería, por lo tanto, un fenómeno fundamentalmente «voluntario», causado por la negativa del trabajador a trabajar por un menor salario. Así, esta teoría da por hecho que al empresario siempre le resultará rentable crear más puestos de trabajo en contextos en los que los trabajadores acepten salarios reales más bajos. El parado se «autoexcluye» a sí mismo de tener empleo porque exige una remuneración demasiado alta por su trabajo.


    Semejante proposición choca frontalmente con el sentido común de cualquiera que haya experimentado el paro y haya visto cómo, aun aceptando salarios más bajos, no todos los que quieren trabajar son siempre capaces de encontrar empleo (lo que se conoce como desempleo «involuntario»). Es por ello que existe otra aproximación más sutil entre los economistas neoliberales que, aun reconociendo que quizá existan parados que estén dispuestos a trabajar por salarios reales más bajos con tal de tener un trabajo, considera que estos no pueden hacerlo debido a las «interferencias» de las instituciones y las regulaciones del mercado de trabajo. Así, los sindicatos y las «rigideces» de una legislación laboral demasiado garantista mantienen los salarios y los costes de contratar a nuevos trabajadores artificialmente elevados, impidiendo que el empresario satisfaga la demanda de empleo de esos parados. De este modo, ya no es el parado el que se autoexcluye del mercado laboral sino que son los sindicatos (que representan a los trabajadores «privilegiados» que ya tienen empleo) y la legislación laboral los que les excluyen. Con dicha teoría se pretende dividir a los trabajadores y enfrentar a aquellos en paro con los que tienen trabajo, creando la ilusión de que se trata de una lucha por un recurso escaso, el empleo, que está siendo limitado por los «privilegios» laborales (camuflados como «derechos») de los segundos.


    Los economistas neoliberales reconocen que la destrucción repentina del empleo durante las crisis económicas se debe en un principio al hundimiento de la demanda agregada, ya que no es creíble pensar que los costes laborales puedan aumentar lo suficientemente rápido y además en un contexto de crisis como para explicar un repentino aumento del paro. Sin embargo, una vez iniciada la crisis estos economistas defienden la idea de que el ritmo al que aumenta el paro y el nivel que este alcanza podrían ser menores si los salarios de los trabajadores fuesen más flexibles a la baja. Es decir, los ajustes en el nivel de empleo se hacen sobre todo vía cantidades (despidos) porque vía reducciones salariales no son posibles. El supuesto implícito es que ambos tipos de ajustes son «intercambiables» en épocas de crisis.


    También afirman que, una vez llegada la crisis, sólo se puede salir de ella mejorando la «competitividad», a través de reducciones en los costes laborales que afecten a todos los trabajadores en su conjunto. Dicha mejora de la «competitividad», entendida exclusivamente como la capacidad de vender el mismo producto que otros a menor precio, permitiría a las empresas encontrar en el mercado exterior la demanda que les falta en el mercado interior, lo que se traduciría en un aumento de las exportaciones que actuaría como motor de la recuperación.


    En los siguientes apartados veremos que las explicaciones neoliberales del desempleo y la supuesta pérdida de competitividad a la que aluden no sólo están basadas en una interpretación ideológicamente sesgada de la teoría económica, sino que además se contradicen con la realidad empírica.


    La fragilidad de los argumentos que atribuyen el desempleo a la rigidez salarial y a la falta de competitividad


    ¿Es realmente cierto que el espectacular aumento del paro en España durante la presente crisis viene dado por una legislación laboral que impide la flexibilidad salarial, y por unos salarios demasiado «rígidos» que no se ajustaron lo suficientemente a la baja?


    Atendiendo a los datos, se puede comprobar cómo los salarios reales de los trabajadores españoles permanecieron estancados durante la década previa a la crisis, aumentando algunos años incluso menos que la inflación. Igualmente, los salarios crecieron sistemáticamente por debajo de la productividad durante este periodo.


    Es cierto que con la llegada de la crisis los salarios reales experimentaron en 2008 y 2009 un crecimiento ligeramente mayor. Pero este fenómeno responde fundamentalmente al efecto estadístico asociado a la destrucción de empleos temporales los peor pagados durante estos años, lo que eleva contablemente (es decir, de forma espuria) el salario medio de los trabajadores que mantienen su empleo. Durante los años siguientes, de 2010 a 2014, los salarios reales caen continuamente, y a partir de 2012 se reducen incluso los nominales. Este proceso de recortes salariales no sólo no se ha traducido en creación de nuevos puestos de trabajo, sino que ha contribuido a la destrucción de empleo durante 2012 y 2013.


    A pesar de esta evolución en los salarios, uno de los grandes mitos del neoliberalismo repetido intensamente durante la crisis es que el mercado laboral en España era «excesivamente rígido». Para terminar con esa supuesta rigidez se aprobaron las reformas laborales de 2010 y 2012. Estas reformas especialmente la segunda de ellas, más intensa individualizaban las relaciones laborales, facilitaban y abarataban el despido, y asignaban capacidad al empresario para modificar unilateralmente las condiciones del convenio (entre otras el propio salario).


    Los neoliberales siempre han difundido la creencia de que los convenios colectivos estatales, sectoriales y provinciales restringen excesivamente a las compañías, impidiendo que la negociación de las condiciones laborales se adapte mejor a la situación particular de las pequeñas y medianas empresas. Bajo su óptica, los convenios estatales y sectoriales pueden ser beneficiosos para los empresarios cuando estos ayudan a contener los aumentos salariales durante las fases alcistas del ciclo. Sin embargo, la negociación colectiva es vista como algo negativo en general porque aumenta el poder de negociación de los trabajadores frente al empresario. La reforma laboral de 2012 pretende fomentar una negociación a nivel de empresa en detrimento de los convenios sectoriales y provinciales (los más importantes en España hasta dicha reforma), y aumentar las posibilidades de «descuelgue» de las empresas de los convenios de ámbito superior. El objetivo no ha sido otro que reducir drásticamente la protección mínima que los convenios sectoriales y provinciales ofrecían a los trabajadores, para, supuestamente, hacer más competitivas y rentables a las empresas. Esta desprotección afecta especialmente a las plantillas de las empresas pequeñas, donde en muchas ocasiones no existe ni representación sindical, ni convenio colectivo, ni capacidad de negociación frente al empresario.


    En España ya antes de la reforma laboral había muchos trabajadores que no estaban cubiertos por ningún convenio colectivo. En 2008, de los 17 millones de asalariados eran 12 los que estaban cubiertos por algún convenio, un 70%. Este porcentaje disminuye algo con la crisis, hasta situarse en el 65% en los meses previos a la reforma laboral. Dicha cuota cae, sin embargo, en picado en 2013: solamente 6,8 millones de asalariados, de los 14 millones, quedan cubiertos por un convenio (es decir, el 48%). Además, las facilidades que se concedían ya antes de la crisis a las empresas para no aplicar condiciones pactadas en convenios de ámbito superior se han vuelto todavía más amplias con la reforma de 2012.


    Por otro lado, en España el despido es libre ya desde la reforma de Aznar en 2002, puesto que sólo puede ser declarado nulo en las contadas ocasiones en las que se pueda probar que tenga por móvil algunas de las causas de discriminación prohibidas por la Constitución, como es el despido por ejercer actividades sindicales o por embarazo. Lo que pasa es que el despido injustificado no es gratis. Aunque el empresario puede deshacerse de sus trabajadores cuando le convenga sin causa justificada (lo que se conoce como despido improcedente), este tiene que pagarle una indemnización al trabajador por ello. Eso sí, no está en ningún caso obligado a devolverle su puesto de trabajo. La eliminación de los salarios de tramitación con la reforma de 2002 agilizó sustancialmente la figura del despido improcedente, existente desde el franquismo, que pasó a utilizarse masivamente. Así, el indicador de protección de la normativa laboral frente al despido de la OCDE que engloba también el coste de despido colocaba a España en una situación intermedia antes de la crisis: 2,6 (en una escala en la que 4 es la máxima rigidez), similar al caso sueco e inferior al 2,8 de Holanda y Francia, al 2,9 de Alemania y Bélgica, o al 3 de Italia.


    Además, ya desde la reforma laboral de 1994 los empresarios han ido encontrando una enorme flexibilidad en la utilización y extensión sin control de los contratos temporales (Gráfico 2), con los cuales el empresario puede pagar una indemnización muy inferior a la de un contrato indefinido por despedir al trabajador sin justificación alguna. De hecho, y como ya se ha comentado, la indemnización en estos casos es generalmente nula, dado que consiste en la no renovación del contrato.


    En resumen, y de acuerdo a la información anterior, el mercado de trabajo español antes de la crisis ya era un mercado altamente flexible: uno de cada tres asalariados tenía un contrato temporal (y, por tanto, un coste de despido muy bajo), más de la cuarta parte de los trabajadores no estaban cubiertos por la negociación colectiva, el despido era de hecho libre (aunque indemnizado) y los salarios habían seguido un patrón de intensa moderación.


    Las reformas laborales de los gobiernos de Zapatero (2010) y de Rajoy (2012), al volver a reducir las indemnizaciones por despido improcedente de los contratos indefinidos, ampliar las causas de despido por razones «objetivas» y agilizar los expedientes de regulación de empleo, lo que han hecho sobre todo es facilitar a las empresas el recurso a los despidos en tiempos de crisis (precisamente cuando más incentivos tienen estas para destruir empleo). Estas medidas no suponen un cambio drástico, sino una vuelta de tuerca más en la liberalización y abaratamiento del despido que han ido estableciendo dos décadas de contrarreformas laborales. Sin este marco laboral, el ajuste de las plantillas habría resultado más costoso, y las empresas se habrían visto forzadas a buscar otras vías para reestructurar su actividad. Las reformas laborales, lejos de combatir el desempleo y la precariedad, han contribuido a extender aún más ambos fenómenos.


    Teniendo todo esto en cuenta, cabe preguntarse hasta qué punto es realmente cierto que la creación de empleo depende de la reducción de los costes laborales. Si los costes laborales eran demasiado elevados y el mercado laboral español era demasiado «rígido», ¿por qué fue España la economía en la que más empleo se creó de toda Europa en el periodo inmediatamente anterior a la crisis?


    El nivel de demanda efectiva, y no los costes laborales, es lo que explica el nivel de empleo en una economía. A escala de la economía en su conjunto, el límite a la producción y al empleo no se haya en los costes de las empresas sino en la insuficiencia de demanda agregada.


    Desde el punto de vista de cada empresario individual, los salarios de sus propios trabajadores suponen un coste y un límite para sus beneficios. Al mismo tiempo, cada empresario individual sabe que los ingresos de los trabajadores del resto de la economía (los costes laborales del resto de empresarios) representan también poder de compra para su producto, que es de lo que depende para realizar sus beneficios y contratar empleo. El empresario individual sabe que, si reduce sus costes laborales pero se mantienen los de los demás empresarios, podrá aumentar la demanda para su producto arrebatándoles cuota de mercado a sus competidores, y podrá así también aumentar sus beneficios.


    No obstante, la falacia neoliberal consiste en pensar que se puede trasladar la misma lógica que rige el modo en que el empresario individual ve sus propios costes laborales a la economía en su conjunto. En realidad, si todos los empresarios reducen los salarios de los trabajadores, los empresarios en su conjunto se encuentran con un problema de falta de demanda agregada para su producción y son incapaces de realizar sus beneficios, y, por lo tanto, no contratarán trabajadores adicionales, o incluso los despedirán.


    ¿Pero no puede el gasto en inversión suplir la carencia de demanda agregada causada por una caída en la capacidad de compra de los trabajadores? ¿No aumentarían los empresarios inmediatamente su inversión al observar que sus beneficios aumentan por la caída de los costes laborales? En realidad, la caída de salarios no supone unas mejores condiciones para invertir. Los empresarios sólo se arriesgan a invertir si esperan poder vender durante un periodo futuro más o menos largo el producto de dicha inversión a un precio que les garantice un cierto beneficio. El resultado final de la decisión de invertir sólo será visible a lo largo de un futuro incierto (ningún empresario amortiza su inversión en el corto plazo), mientras que la caída de la demanda producida por una caída del poder de compra de los trabajadores es algo que se hace sentir de manera inmediata. Así, ante la caída inmediata de la demanda y de los precios, difícilmente van los empresarios a arriesgarse a perder su capital con nuevas inversiones, cuyos frutos sólo verían en el futuro cuando se recuperara la demanda (posibilidad del todo incierta). De este modo, el objetivo de una devaluación salarial aunque restablece la rentabilidad en el corto plazo para los empresarios no contribuye a crear empleo, al hundir la demanda interna de la economía.


    Lejos de constituir un obstáculo a la creación de empleo, la «rigidez» a la baja de los salarios durante una crisis constituye un elemento de estabilidad para el sistema económico en su conjunto, ya que contrarresta la puesta en marcha de un ciclo negativo en el que a cada sucesiva caída de la demanda y los precios le sigue otra. Durante las crisis, estos ciclos «deflacionistas» se retroalimentan más fácilmente cuando los salarios son flexibles a la baja, y provocan que tanto los empresarios como los hogares retrasen o supriman las decisiones de gasto que necesita la economía para que se recupere la demanda.


    Los neoliberales repiten además hasta la saciedad que los salarios no pueden superar el crecimiento de la productividad. Sin embargo, este enunciado sólo tiene sentido si la economía ya emplea todos los recursos productivos disponibles. Si la economía se encuentra por debajo de su capacidad productiva, como sucede especialmente durante las crisis, la «productividad» a nivel agregado depende del nivel de demanda efectiva y, por lo tanto, no tiene sentido tomarla como referencia del límite de crecimiento salarial.


    ¿Y aumentar el empleo vía exportaciones y mejora de la competitividad externa? ¿No es esa una posibilidad que pasa precisamente por reducir los salarios? Aun siendo todo lo dicho hasta ahora cierto para el caso de una economía cerrada, ¿no pueden los empresarios españoles arrebatarle la demanda a los extranjeros a través de las exportaciones, reduciendo sus costes y aumentando su competitividad? ¿No es la falta de competitividad de la economía española otra de las causas de su elevado desempleo?


    El aumento sin precedentes del déficit por cuenta corriente durante el periodo 2000-2007, así como nuestra dependencia de las entradas de capital exterior para financiarlo, no responden tanto a la debilidad de nuestras exportaciones y a la supuesta pérdida de competitividad de nuestra economía como al intenso crecimiento de la demanda interna (y, con ello, de las importaciones). No podemos explicar, por tanto, desde esta perspectiva el elevado desempleo de la economía española ni su fuerte crecimiento con la llegada de la crisis.


    Así, las estadísticas nos muestran que la tasa de crecimiento real anual de las exportaciones españolas pasó de un 4,2% en el 2001 hasta un pico del 7% en el 2007 y que, tras una importante caída del 10% en el 2009 debido a la recesión global, las exportaciones volvieron a crecer al impresionante ritmo del 12% en el 2010 y 7,6% en el 2011. Sólo hay dos países en la zona euro en los que las exportaciones han crecido más que en España desde el 2001, Alemania e Irlanda. Si además nos atenemos a la evolución de la cuota de mercado de las exportaciones españolas desde el 2000, observamos que esta se ha mantenido en niveles relativamente estables (en torno al 2% de las exportaciones mundiales) durante todo este periodo, mientras que las cuotas de otros países como Francia, Italia o Reino Unido han caído entre 0,8 y 1,7 puntos porcentuales.


    Las conclusiones erróneas acerca de la pérdida de competitividad de la economía española bajo el euro se basan exclusivamente en análisis reduccionistas, que señalan al aumento de los Costes Laborales Unitarios (CLU) en España durante este periodo como prueba de ello. Los CLU ponen en relación los costes del factor trabajo con la productividad y, por lo tanto, muestran los costes laborales nominales que implica producir cada unidad real de producción. Sin embargo, la competitividad no se puede reducir de manera simplista a los costes de un solo factor de producción, como el trabajo o el elemento precio, tal como demuestra la evolución de las exportaciones y de la cuota de mercado española durante este periodo. Como ya han puesto de relieve economistas de todos los signos, en las economías avanzadas la mayor parte de los productos compiten no sólo en base al precio, sino fundamentalmente a la diferenciación en la calidad y la innovación entre distintos productos.


    En el caso de la economía española, además, las medidas de la competitividad estaban muy condicionadas por el peso específico del sector de la construcción, que presentaba bajos índices de productividad o competitividad. La comparativa de competitividad del tejido productivo español se debe poner, por tanto, en entredicho, ya que la estructura productiva estaba muy condicionada por este sector y orientada a la producción de bienes y servicios no transables en los mercados internacionales. En todo caso, la evolución de los costes laborales y su impacto en la competitividad no permiten explicar solventemente el desempleo estructural de nuestra economía.


    Contrastando empíricamente los argumentos de la economía ortodoxa


    Hemos señalado ya que, cuando los economistas ortodoxos analizan el intenso crecimiento experimentado por el desempleo en la economía española en el curso de la crisis, recurren habitualmente a las instituciones del mercado de trabajo para explicar el fuerte ritmo de destrucción de empleo con relación a los estándares europeos. En el apartado anterior hemos comprobado tanto la fragilidad de los argumentos teóricos utilizados por estos economistas, como su inexactitud a la hora de considerar el mercado de trabajo español como un mercado rígido. Vayamos ahora un paso más allá y analicemos si se contrasta empíricamente que la «ineficiencia» asociada a la propia existencia de dichas instituciones laborales es lo que explica el desempleo con la llegada de la crisis.


    Como ya se mencionó anteriormente, las supuestas rigideces del mercado de trabajo impedirían que los salarios se redujeran cuando llega la crisis, lo que explicaría a su vez que el ajuste de las empresas ante el cambio de ciclo se haga por la vía de los despidos y no por la de los recortes salariales. La flexibilidad interna resultaría, por tanto, inviable, fruto de una normativa laboral que protege excesivamente el empleo e impide que el ajuste se reparta equitativamente entre los asalariados, en lugar de concentrarse en un grupo particular de trabajadores (los despedidos).


    No obstante, cuando analizamos la relación existente en la UE entre la destrucción del empleo y el grado de protección que este tiene en los distintos países, observamos que la relación descrita por la economía ortodoxa no existe. Tal como observamos en el Gráfico 7, no se puede identificar una relación clara entre el empleo destruido durante el periodo 2008-2013 en los distintos países y el grado de protección frente al despido establecido por la legislación laboral en cada uno de ellos. Utilizamos como indicador la protección frente al despido en 2008, justo al comienzo de la crisis, dado que en años posteriores esta protección ha experimentado recortes muy sustantivos en países como España, Grecia o Portugal. Resulta interesante comprobar cómo Alemania, modelo económico que se toma de ejemplo en numerosas ocasiones, ha experimentado durante estos años un crecimiento en el empleo del 8% teniendo uno de los niveles de protección frente al despido más altos de la UE (por ejemplo, cuando un despido es improcedente, y a diferencia de España, en Alemania existe el derecho de readmisión).


    Téngase en cuenta, además, que en el caso particular de la economía española la protección al empleo queda sustancialmente reducida si consideramos en el análisis la elevada tasa de temporalidad (asociada a una gran facilidad para rescindir contratos).


    Cuando analizamos los vínculos existentes en los países de la UE entre el empleo destruido durante la crisis y la evolución de los salarios, comprobamos (Gráfico 8) que en este caso no sólo no se observa la relación inversa señalada por la economía ortodoxa, sino que se constata precisamente lo contrario: una notable correlación positiva entre el crecimiento salarial y la creación de empleo en las distintas economías de la UE.


    Gráfico 7. Evolución del empleo y legislación de protección frente al despido (UE-27, 2008-2013)


    [image: 2946.png]


    Fuente: elaboración propia a partir de Eurostat y OCDE.


    * Nota. El indicador utilizado para aproximar la proyección frente al despido es el indicador EPRC de la OCDE. Este indicador es un indicador sintético que agrupa 13 variables relativas a la regulación del despido tanto colectivo como individual. El indicador presenta valores entre 0 y 6, siendo 0 la facilidad total para el despido y 6 el mayor nivel de protección. El valor que se recoge es el del año 2008.


    La protección frente al despido no explica, por tanto, la evolución de los ajustes de empleo con la crisis. Contrastemos ahora el impacto del segundo argumento utilizado por la economía ortodoxa: ¿es la ausencia de flexibilidad salarial la que lleva precisamente a que, en economías como la española, la crisis conlleve fuertes ajustes de plantilla que se concentran en la fuerza de trabajo temporal?


    Entre 2008-2013 se ha destruido empleo asalariado de forma más intensa en aquellos países que como Grecia, Irlanda, Portugal, España, Letonia o Lituania han experimentado fuertes reducciones salariales. La reducción salarial no actúa, por consiguiente, como mecanismo amortiguador de los despidos laborales: en estos países se ha producido un ajuste en forma tanto de despidos como de reducción de los salarios. Por el contrario, economías como las de Alemania, Austria, Noruega, Suecia, Bélgica o Luxemburgo han experimentado durante este periodo avances salariales compatibles con la creación de empleo.


    No parece confirmarse, por tanto, el supuesto planteado por la economía ortodoxa según el cual los ajustes con la crisis se hacen reduciendo salarios o, si no, por la vía de los despidos. De hecho, en la economía española lo que impide cualquier negociación sobre cómo repartir vía flexibilidad interna el ajuste ante la crisis no tiene que ver con la negociación colectiva o las subidas salariales, sino con la elevada temporalidad, que sigue poniendo en manos de los empresarios un instrumento de ajuste fácil y de mínimo coste. En cualquier caso, y según se comprueba en el Gráfico 8, tampoco la flexibilidad salarial a la baja parece ser una solución frente a la destrucción de empleo.


    Gráfico 8. Evolución del empleo y los salarios (UE-27, 2008-2013)
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    Fuente: elaboración propia a partir de Eurostat y OCDE.


    A partir de los análisis expuestos en los Gráficos 7 y 8 podemos comprobar cómo los argumentos esgrimidos por la economía ortodoxa no terminan de contrastarse con la propia realidad económica. Los motivos de una destrucción del empleo particularmente intensa en la economía española no están vinculados a una (supuesta) mayor protección del empleo, ni tampoco a la dificultad de que los salarios se reduzcan. Los motivos de fondo deben buscarse en otros factores.


    

  


  
    IV. Causas del desempleo en el marco de la crisis


    En el apartado III hemos expuesto los principales argumentos teóricos que plantea la economía ortodoxa a la hora de identificar las razones del desempleo en nuestra economía. Además de presentar dichos argumentos, hemos revisado algunas críticas a la supuesta relación entre «rigidez salarial», legislación laboral, competitividad externa y desempleo en nuestra economía. También hemos señalado el papel determinante que desempeña la reducción de la demanda agregada a la hora de precipitar la caída de la producción y la destrucción de empleo durante las crisis. Por último, en el apartado anterior hemos comprobado también la debilidad empírica de los principales argumentos utilizados por la economía ortodoxa.


    En este apartado analizamos lo que entendemos que son las principales causas del elevado desempleo estructural de la economía española, que ha perdurado a medio y largo plazo con independencia de sus altibajos cíclicos.


    Una explicación más realista: los «modelos nacionales de empleo» y el impacto de la crisis


    Una explicación del impacto que ha tenido la crisis en la economía española en términos de destrucción de empleo exige tener en cuenta al menos tres dimensiones clave: el modelo de crecimiento, el modelo de empleo y el modelo de bienestar.


    La perspectiva de análisis de los economistas sostiene precisamente la necesidad de considerar estas diferentes dimensiones y, en definitiva, la importancia de las instituciones y las dinámicas históricas a la hora de interpretar el funcionamiento efectivo de las distintas economías capitalistas. Estos elementos habrían conducido en cada país a la configuración de modelos específicos, que presentan impactos diferenciados de la crisis sobre sus mercados de trabajo.


    El modelo productivo y el modelo de empleo muestran una fuerte relación entre sí en los distintos países europeos. Aunque el modelo de empleo configura la forma específica como se articulan las relaciones laborales en una determinada economía (negociación colectiva, políticas empresariales, etc.), el modelo productivo condiciona en buena medida el empleo existente, el nivel salarial, la especialización productiva, la cualificación, etc. También el sistema de bienestar contribuye a configurar el modelo nacional de empleo, al determinar las políticas públicas de servicios y provisión de rentas a la ciudadanía.


    De acuerdo con este enfoque, la particularidad del modelo español de crecimiento, de empleo y de bienestar explicaría en buena medida el mayor impacto de la crisis en nuestra economía, especialmente en términos de destrucción de puestos de trabajo. De hecho, las diferentes respuestas experimentadas por los distintos mercados de trabajo europeos antes la crisis no se deben tanto a distintas políticas laborales, sino a su especialización productiva y a su patrón de crecimiento.


    Todas las economías europeas comparten, lógicamente, rasgos comunes en su evolución reciente. En concreto, la crisis constituye para el conjunto de países de la UE el estallido de una dinámica de crecimiento insostenible. La dinámica de endeudamiento de hogares, empresas e instituciones financieras permitió sostener durante el periodo 1995-2007 la demanda agregada en los países de la UE, así como las diversas burbujas inmobiliarias y bursátiles, siendo el crédito al sector privado el verdadero motor del crecimiento.


    Esta evolución se basaba en un intenso proceso de acumulación de activos financieros desconectados de los fundamentos reales, que terminó dando lugar a un importante grado de «inestabilidad sistémica». En la medida en que las rentas y plusvalías financieras e inmobiliarias no pueden crecer indefinidamente ignorando la evolución de la productividad, de los beneficios empresariales o los salarios reales, el sistema financiero fue acumulando un nivel creciente de fragilidad. Una vez que el «divorcio» entre lo productivo y lo financiero sobrepasó un determinado límite, las economías europeas entraron en una zona de alta vulnerabilidad. Cualquier acontecimiento en este contexto puede tener efectos desastrosos y determinar la caída de la rentabilidad inmediatamente previa a la crisis. Esto fue lo que sucedió precisamente con la crisis de las hipotecas: el cortocircuito en los mercados crediticios fue el detonante aunque podría haber sido otro distinto que, dado el contexto de sobreacumulación de capital ficticio, determinó la entrada en la crisis de las distintas economías, aunque con efectos muy diversos sobre el empleo en función del modelo de crecimiento seguido.


    Tal como podemos ver en el Gráfico 9, aquellas economías que habían basado su expansión en un incremento de la demanda agregada financiado por un fuerte crecimiento del endeudamiento privado y, por tanto, asentado en bases relativamente frágiles son precisamente las que experimentan una crisis más intensa y, con ello, una destrucción de empleo más acelerada. Comprobamos así cómo, efectivamente, el nivel de empleo en la economía no viene determinado por la contención salarial en el mercado de trabajo, sino por la demanda agregada de bienes y servicios (demanda que depende, a su vez, de diversos factores como las expectativas de beneficio y la inversión, el crédito o la distribución de la renta).


    Con el inicio de la crisis, la destrucción de empleo resulta particularmente intensa en aquellos países como España que presentaban una demanda y una estructura productiva y laboral sostenidas por la dinámica de endeudamiento y sesgadas hacia las actividades constructoras, inmobiliarias y financieras. Como observamos en el Gráfico 9, la destrucción de empleo en los distintos países a partir de 2008 resulta directamente proporcional al crecimiento de la deuda privada experimentada por estos durante el periodo 2000-2007 (España se encuentra en el grupo 5, con un crecimiento promedio de la deuda al sector privado durante los años previos a la crisis del 22% anual, sólo superado por Irlanda). La destrucción de empleo en los grupos 4 y 5 está directamente relacionada con el grado de desequilibrio financiero acumulado por el modelo productivo.


    Gráfico 9. Evolución del empleo y el endeudamiento privado (UE-27)
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    Fuente: elaboración propia a partir de Eurostat.


    * Nota. Cada uno de los grupos contemplados incluye aquellos países de la UE-27 cuyo crédito al sector privado creció durante el periodo 2000-2007 a una tasa promedio comprendida en la horquilla porcentual señalada entre paréntesis. En cada grupo el tamaño de la burbuja muestra la cantidad de países incluidos.


    La influencia del modelo productivo sobre la evolución del empleo una vez que llega la crisis no se pone de manifiesto únicamente en la dimensión del hundimiento que experimenta la demanda agregada (sostenida artificialmente por niveles de endeudamiento muy dispares). También la propia «calidad» del modelo productivo va a resultar determinante para entender la desigual evolución del empleo.


    Aquellas economías que presentan una importante actividad industrial (especialmente cuando esta tiene un desarrollo tecnológico medio-alto o alto), tienen a su vez modelos de empleo caracterizados por empleos estables y de calidad, una notable implantación sindical, una negociación colectiva desarrollada, estructuras salariales igualitarias, así como sistemas avanzados de formación y reconocimiento profesional. Por el contrario, aquellas economías que han desarrollado especializaciones centradas en industrias de desarrollo tecnológico medio-bajo, servicios de escaso valor añadido o actividades inmobiliarias y constructoras, presentan modelos de empleo en los que abundan los empleos temporales, de bajos salarios y con escasos derechos.


    Gráfico 10. Evolución del empleo y de las exportaciones de alta tecnología (UE-27)
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    Fuente: elaboración propia a partir de Eurostat.


    * Nota. Cada uno de los grupos contemplados incluye aquellos países de la UE-27 cuyas exportaciones de alta tecnología en 2007 se encuentran en la horquilla porcentual señalada entre paréntesis. En cada grupo el tamaño de la burbuja muestra la cantidad de países incluidos.


    Como se puede comprobar en el Gráfico 10, aquellas economías que como Alemania, Austria, Holanda o Suecia presentan una especialización importante en industrias de alta tecnología, han experimentado una evolución del empleo en el marco de la crisis mucho más favorable que la mostrada por aquellas economías que se han especializado en la producción de bienes y servicios de desarrollo tecnológico medio o bajo (como es el caso de Grecia, Portugal o España). Así, aquellos países que, como España, Grecia, Letonia o Bulgaria (en el grupo I, entre otros), o Italia, Portugal, Estonia o Lituania (en el grupo II), presentaban en 2007 un porcentaje de exportaciones de alta tecnología inferior al 10%, han experimentado una intensa destrucción de empleo con la llegada de la crisis (frente a economías como Alemania, Holanda, Finlandia, Suecia o Bélgica, que han mostrado la tendencia contraria).


    Por último, también el sistema de bienestar resulta determinante para entender el modelo de empleo y la evolución de este durante la crisis. Aquellos países que contaban con Estados del bienestar más desarrollados y políticas de sostenimiento del empleo más avanzadas han podido resistir mejor la crisis en el mercado de trabajo.


    Gráfico 11. Evolución del empleo y el gasto público total (UE-27)
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    Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat.


    * Nota. Cada uno de los grupos contemplados incluye aquellos países de la UE-27 cuyo gasto público total en 2007 se encuentra en la horquilla porcentual señalada entre paréntesis. En cada grupo el tamaño de la burbuja muestra la cantidad de países incluidos.


    En el Gráfico 11 tratamos de captar esta relación. Comprobamos de hecho cómo los países de los grupos C (Holanda, Finlandia, Bélgica, Italia y Austria) y D (Dinamarca, Suecia, Francia y Hungría), con elevados niveles de gasto público con relación al PIB, han experimentado una evolución media del empleo asalariado mucho más favorable que la de los grupos B y, sobre todo, A (en el que se encuentra España, junto con Irlanda, Estonia, Eslovaquia y Letonia).


    España aparece en los análisis anteriores como una economía que ha sostenido su demanda agregada gracias a un elevado crecimiento del endeudamiento privado, que se ha especializado en actividades como la construcción y el sector inmobiliario muy dependientes de la financiación internacional, donde el peso de las industrias y servicios de alto valor añadido es muy escaso, y que presenta un limitado desarrollo del Estado del bienestar. Estos elementos junto con la elevadísima tasa de temporalidad son los factores que determinan la dramática respuesta del modelo de empleo español frente a la crisis.


    La configuración y desarrollo de estos factores ha estado fuertemente impulsada, además, por la puesta en marcha de la Unión Económica y Monetaria y el consenso neoliberal intergubernamental que actualmente determina las políticas económicas y fiscales dentro de la UE. Así, el euro (al permitir ingentes llegadas de capitales a la economía española) y las políticas de competencia de la UE (al limitar el desarrollo de una política industrial nacional) han contribuido a impulsar crecientes desequilibrios productivos, comerciales y financieros.


    

  


  
    V. La política de empleo en el marco de la UE


    Aunque el paro constituye uno de los problemas más graves de las sociedades capitalistas, su erradicación casi nunca ha sido una preocupación central de las políticas económicas. Sólo durante los años treinta en ciertos países, como en los EEUU con el presidente Roosevelt, y ya de manera más generalizada a partir del final de la Segunda Guerra Mundial se empezaron a imponer políticas económicas que consideraban el pleno empleo como uno de sus objetivos principales. Políticas que daban a la acción pública, fundamentalmente a través de la política fiscal (impuestos y gasto público), el instrumento principal para alcanzar el objetivo deseado. Estas mismas políticas, que acabaron adoptando el sobrenombre de «keynesianas», sirvieron para desarrollar los sistemas de protección social, lo que hoy llamamos Estado del bienestar.


    En el marco de estas políticas, el empleo se concebía como una actividad que garantizaba rentas y reconocimiento social adecuados (lo que lo diferenciaba del subempleo: una actividad remunerada que no garantiza ingresos ni condiciones laborales adecuadas). De hecho, no es casualidad que esta política surgiera en este momento. Tras el crac de 1929 las políticas liberales habían fracasado estrepitosamente. Y, sobre todo, los líderes del mundo capitalista estaban aterrados por el atractivo que el comunismo tenía para amplias capas de trabajadores. Además la Segunda Guerra Mundial había propiciado una fuerte estatización de la economía y había generado una movilización social que al final de la guerra se tradujo en giros electorales a la izquierda (especialmente con la victoria del Partido Laborista en el Reino Unido). La política de pleno empleo y el Estado de bienestar fueron una especie de «pacto social» al que se comprometieron los líderes capitalistas de muchos países a cambio de evitar un cambio social más profundo.


    No obstante, ya durante los años cuarenta el economista polaco Michael Kalecki, uno de los grandes teóricos de la macroeconomía del pleno empleo, formuló sus dudas sobre las posibilidades de que dichas políticas tuvieran larga vida. Su argumento era que el pleno empleo sostenido por las políticas públicas erosiona el poder del capital. En su opinión, si no se producía una transformación social, los capitalistas acabarían por poner fin a estas medidas y harían todos los esfuerzos posibles por aupar ideas y partidos políticos favorables al retorno de las viejas políticas liberales que, entre otras cosas, disciplinan a la clase obrera mediante el miedo al paro. Por desgracia la historia le dio la razón.


    A finales de la década de 1960 se había llegado en la mayor parte de países capitalistas a una situación próxima al pleno empleo, los salarios alcanzaron su mayor cuota de participación en el PIB y proliferaron las respuestas obreras que cuestionaban el poder del capital. La crisis de la década de 1970 fue el punto de inflexión que propició el ascenso del neoliberalismo y el predominio de las teorías económicas que discutimos en el apartado III. En el plano de los objetivos, el pleno empleo dejó de ser el objetivo vertebrador de la política económica y su puesto fue ocupado por la inflación. Se cuestionó el papel de la política fiscal y de facto se dejó el control de la política económica a los bancos centrales. Se dejó de considerar que el desempleo era un problema generado por el capitalismo y se pasó a responsabilizar en exclusiva al mercado laboral, culpándose fundamentalmente a sindicatos y regulaciones públicas del desempleo. Se procedió a difuminar la distinción entre empleo y subempleo como una fórmula para camuflar la situación real de los trabajadores. Organismos como la OCDE situaron como objetivo central del mercado de trabajo la flexibilidad laboral (un concepto nuevo) para legitimar las políticas de recortes de derechos laborales. Los subsidios a los parados fueron acusados de favorecer el paro (pues la gente se «apoltrona» y deja de buscar empleo). En su lugar se empezaron a promover políticas orientadas a forzar a los desempleados a aceptar cualquier empleo por malo que fuese, con el argumento falaz de que algo es mejor que nada. Y se iniciaron reformas orientadas a quitar poder a las instituciones democráticas y cedérselo a organismos en teoría tecnocráticos pero en la práctica defensores a ultranza de las políticas neoliberales. Los gobiernos siguieron diciendo que les preocupaba el desempleo (el despliegue de las políticas neoliberales a partir de 1980 coincidió con una fase de desempleo masivo), pero en la práctica sus políticas habían renunciado a garantizar el pleno empleo y estaban fundamentalmente diseñadas para controlar los salarios y favorecer los beneficios empresariales.


    La contribución de la Unión Europea a la creación del desempleo masivo


    La construcción de la actual Unión Europea (a partir del antiguo mercado común) tuvo lugar en este periodo. A pesar de que su arquitectura original respondía más a una inspiración socialdemócrata y cristianodemócrata que a un proyecto neoliberal como el que se fraguó en el mundo anglosajón en los años ochenta, con el paso del tiempo el proceso de construcción de la UE acabó dominado por la ideología neoliberal y por la hegemonía del capital financiero y sus intereses. Esto determinará la quiebra de las políticas económicas encaminadas a promover el pleno empleo en la UE.


    El objetivo prioritario de la política monetaria del BCE es velar para que la inflación se mantenga bajo control y, al contrario que otros bancos centrales, como el de los EEUU, no incluye entre sus objetivos prioritarios el empleo. Aunque las políticas del BCE fueran responsables de generar desempleo, nadie puede pedirle explicaciones por ello, porque nadie le ha dado el encargo de cuidar del empleo.


    Otra muestra del modelo neoliberal de las instituciones europeas es la ausencia de un verdadero presupuesto público que permita a la Unión Europea desarrollar una política fiscal encaminada a garantizar el pleno empleo. Sin un presupuesto importante (el actual es escasamente el 1% del PIB) es imposible realizar verdaderas políticas a escala continental. Téngase en cuenta, además, que esta realidad ha convivido, desde la firma del Tratado de Maastricht en 1992, con un férreo control sobre el gasto público de los Estados miembros, dificultándose enormemente que el Estado promoviese una política fiscal e industrial que pudiese garantizar el pleno empleo. De este modo, un contexto de pérdida de la soberanía monetaria y cambiaria, y de confiscación parcial de la política fiscal, ha determinado que los distintos países hayan experimentado una ausencia creciente de instrumentos con los que hacer frente a sus problemas de desempleo estructural. Las consecuencias de este marco institucional han sido especialmente graves en los países periféricos. A este respecto, no puede perderse de vista que la historia del capitalismo es también una historia de imperialismo y dominación, una historia donde los países dominantes imponen sus reglas de juego a los que están por debajo. Y la Unión Europea se construyó con reglas, en muchos casos, impuestas por los países centrales, en gran parte en detrimento de la periferia del sur y del este.


    El desempleo masivo es un producto del funcionamiento normal de las economías capitalistas, pero hay pocas dudas de que las políticas comunitarias antes y una vez desencadenada la crisis han ayudado a amplificar el problema y han sumido a bastantes países periféricos en una situación insoportable.


    La Unión Europea se constituyó integrando en un solo espacio económico a países y regiones con estructuras productivas muy desiguales. De hecho, una de las mayores justificaciones para la integración es que ello permitiría que los capitales fluyesen libremente desde las regiones más ricas a las menos ricas y, además, mejoraría la eficiencia empresarial porque, al existir un solo mercado sin trabas, se podrían explotar mejor las economías de escala (plantas productivas más grandes con menores costes). Ambos fenómenos se han dado, y su impacto sobre el empleo en los países periféricos ha sido contrapuesto.


    En primer lugar, la intensa llegada de capitales a España determinó que durante el periodo de 2000 a 2007 se incrementase la demanda interna y la creación de empleo. Sin embargo, la canalización de dichos fondos hacia la especulación inmobiliaria determinó que buena parte del empleo creado correspondiese a empleo en la construcción, la industria vinculada a esta y actividades de servicios como la hostelería o el turismo.


    Paralelamente, y en segundo lugar, una vez unificado el espacio económico las multinacionales han «racionalizado» sus actividades, cerrando aquellas plantas menos deseables. El resultado es que de forma espontánea la unificación ha supuesto el avance de la desindustrialización en los países periféricos, entre ellos el nuestro, con la destrucción de empleos industriales que podían afectar más a unos territorios que a otros (como efectivamente ha ocurrido y ha afectado más a países con plantas más pequeñas y peor situados geográficamente). La migración de la producción hacia países de bajos salarios (no sólo el Oriente Medio, también el este de Europa) ha agravado más este proceso. Por esto era previsible que sin políticas compensatorias los países más desfavorecidos tuvieran graves problemas de empleo. Los fondos estructurales, que pretendían precisamente promover un desarrollo relativamente equilibrado entre las distintas regiones y evitar las crecientes desigualdades interterritoriales, no llegaron jamás a alcanzar las dimensiones necesarias, ni el modo en que se canalizaban los fondos garantizaba que lograsen muchas veces lo efectos deseados.


    Durante los años previos a la crisis, la pérdida de la política monetaria exterior y la reevaluación del euro en los mercados internacionales impactaron de forma diversa en el empleo de los Estados miembros de la UE según su tipo de especialización. Los países que producen bienes muy especializados con poca competencia internacional no vieron destruirse empleo manufacturero. Pero los países, como es nuestro caso, que producen bienes con más competidores en el mercado internacional (por tanto, donde los clientes pueden cambiar fácilmente de proveedor) experimentaron una destrucción más acelerada (y/o un menor crecimiento) de ciertos empleos industriales vinculados a los sectores exportadores. En suma, la apreciación del euro tiene efectos desiguales para cada territorio y castiga a aquellos países especializados en la gama medio-baja del mercado.


    Los problemas de empleo y, en particular, del empleo industrial en el caso de la economía española generados por el euro se paliaron en parte por la fuerte concentración de exportaciones e importaciones en el interior de la zona euro. Sin embargo, esta realidad quedó también desbordada por la política neomercantilista impuesta por Alemania, que provocó una caída de los costes laborales unitarios como forma de favorecer la competitividad de sus empresas. Cuando un país reduce salarios relativos, piensa que sus productos se abaratarán y, por tanto, exportará más a cuenta de sus competidores. Y efectivamente estos ven reducidas sus ventas. A la larga, si todos copian la misma estrategia, hay enormes posibilidades de que todos salgan perdiendo, pues la caída generalizada de salarios se traduce en una caída de la demanda global. Las empresas acaban compitiendo por repartirse un mercado cada vez más estrecho. A corto plazo, como cada país está especializado en distintos tipos de bienes, aquellos que producen bienes de consumo de los asalariados de rentas bajas experimentan un mayor impacto en su demanda que los que producen otro tipo de bienes. La devaluación salarial practicada por Alemania tuvo sus primeras víctimas en sus propios trabajadores (especialmente los condenados a los miniempleos), pero se ha traducido también en problemas de demanda para los países del sur y el este de Europa, que han visto disminuido un mercado importante


    Los distintos problemas que hemos señalado ya estaban en marcha antes de declararse la crisis financiera y contribuyeron de forma negativa a la evolución del empleo en los países del sur. Aunque estos países experimentaron fuertes crecimientos del empleo neto, el empleo industrial experimentó una evolución mucho peor. Pero cuando estalló la crisis financiera, las políticas de la UE hicieron que el deterioro del empleo se acelerase sobremanera.


    La gestión de la crisis por la UE y la troika


    Cuando estalló la crisis, se hizo evidente la responsabilidad del sector financiero y los desequilibrios sistémicos. Pero los gobiernos y las grandes instituciones mundiales, en lugar de atajar el origen del problema, lo primero que hicieron fue salir a salvar los bancos mediante inyecciones masivas de fondos públicos. La crisis financiera se tradujo a corto plazo en restricciones de crédito a la economía real y en el estallido de la burbuja crediticia e inmobiliaria. Esto conllevó la caída de la actividad económica y el fuerte incremento del desempleo que, junto a las ayudas al sector financiero, provocaron un fuerte aumento del endeudamiento público (provocado por la caída de ingresos de los Estados y aumento del gasto). De este modo, la crisis financiera se transformó en crisis económica y posteriormente en crisis de las deudas soberanas.


    Ante esta situación la Unión Europea podía haber optado por diversas salidas, pero la que se concretó fue una vuelta de tuerca en la política neoliberal diseñada por la «troika» (Comisión Europea, Banco Central Europeo y Fondo Monetario Internacional), avalada por los órganos intergubernamentales como el Consejo Europeo y aplicada por los gobiernos de los países miembros. Esta política ha resultado ser similar en diseño y resultados a la implementada por el FMI en América Latina durante las décadas de 1980 y 1990.


    El BCE ha empleado su control sobre la política monetaria para doblegar la voluntad de gobiernos elegidos democráticamente e imponerles políticas fiscales, reformas laborales y otras políticas económicas neoliberales que escapan por completo a su mandato como banco central. Así lo evidencian las cartas que el presidente del BCE envió en agosto del 2011 a Zapatero y al primer ministro italiano, Berlusconi, detallándoles qué políticas económicas debían comprometerse a adoptar a cambio de que el BCE apoyase, mediante compras, la deuda pública de sus países. También lo evidencia el hecho de que condicione su apoyo al sistema bancario de los países sometidos a programas de la troika a que estos acepten políticas económicas neoliberales que nada tienen que ver con la política monetaria. Ninguna institución pública puede situarse por encima del control de los ciudadanos en cuyo nombre ejerce su función y mucho menos imponerles decisiones políticas que no le competen y fuera de cualquier control democrático por parte de la ciudadanía.


    Estas políticas neoliberales aplicadas en la UE durante la crisis han tenido básicamente dos caras. De una parte, ayuda sostenida a los bancos, tanto por los Gobiernos de cada país como desde el BCE, ofreciéndoles financiación a tipos de interés muy bajos. De otra, se ha forzado a los Estados con déficit a fuertes políticas de ajuste, tanto presupuestarios (subidas de impuestos, recortes de gastos sociales) como salariales.


    De este modo, se financia a los bancos, principales causantes de los problemas, en lugar de ayudar a los países a solucionar sus dificultades. Se traspasa la responsabilidad desde el sector financiero al sector público y, en definitiva, a los ciudadanos de los países afectados que han experimentado un deterioro de sus condiciones de vida. Al dejar a cada Estado a su suerte, se ha propiciado, además, un nuevo proceso especulativo con la deuda pública de los países con problemas (2011-12), que se utilizó como justificación para promover nuevos recortes del gasto público y de los salarios.


    El resultado de estas políticas ha sido el de empeorar la situación. Además de deteriorar los servicios públicos y las condiciones de vida de los asalariados, los recortes han agravado la crisis, puesto que han reducido aún más la renta de los ciudadanos y con ello la demanda agregada. Esta caída de la actividad a su vez ha provocado más problemas a las arcas públicas, lo que propicia nuevas políticas de reducción del gasto público. A su vez las ayudas ilimitadas a los bancos, en lugar de propiciar la reactivación del crédito y la recuperación económica, han servido simplemente para reanimar unos mercados financieros especulativos cuya evolución nada tienen que ver con el empleo ni las necesidades de la gente.


    Las políticas de salvamento a la banca privada y de recortes del gasto público han ido acompañadas por la exigencia de la aplicación de «reformas estructurales», fundamentalmente reformas laborales y de los sistemas de pensiones públicas. Las reformas laborales se orientan siempre en la misma dirección: reducción de derechos a la protección del empleo (abaratamiento y mayores facilidades procedimentales a los despidos), flexibilidad laboral impuesta por las empresas y debilitamiento de la acción sindical. El objetivo fundamental es propiciar una reducción salarial con el argumento de que la misma permitirá recomponer la competitividad exterior. Se trata de una carrera sin fin, porque la aplicación de sucesivas rebajas salariales y el deterioro de las condiciones laborales, además de empeorar las condiciones de vida de la mayoría de la gente, debilitan aún más la demanda, la situación del empleo y las posibilidades futuras de creación de empleo. Las reformas de las pensiones, justificadas por los cambios demográficos, tienen un efecto parecido sobre la demanda. Al tiempo, son una clara medida para abrir nuevos canales de actividad financiera con la promoción de sistemas privados de pensiones.


    La economía española ha pasado en poco tiempo de ser la «campeona en creación de empleo» a ser la «campeona en destrucción, desempleo y pobreza». La burbuja inmobiliaria había servido para tapar las debilidades endémicas de la economía española: una progresiva desindustrialización (que reforzaba el déficit exterior), un sector público subdesarrollado, unas elevadas desigualdades sociales y un creciente endeudamiento privado. Cuando la crisis estalló, esta se tardó en reconocer no sólo por razones electorales sino porque las elites estaban convencidas de dos cuestiones: que el sistema financiero estaba saneado y que la crisis sería una mera recesión pasajera. En el momento en que ambas creencias se mostraron erróneas y la troika, en mayo de 2010, exigió la aplicación de las políticas de recortes, el Gobierno de Zapatero se empleó a ello. Aplicó sucesivamente medidas de salvamento de los bancos, fuertes recortes al gasto público, una reforma laboral (2010) y una reforma del sistema de pensiones (2011). Cuando llegó al gobierno el Partido Popular a finales del 2011, se inició una segunda y más intensa política de ajuste: recortes drásticos del gasto público (amplificados por los recortes en las comunidades autónomas donde se concreta la mayor parte del gasto social), una nueva reforma laboral (2012) y otra drástica reforma del sistema de pensiones (2013) que asegura una importante pérdida de poder adquisitivo hasta al menos 2020; al mismo tiempo, nuevas medidas de apoyo al sector financiero (a través del FROB y la SAREB) y a grandes empresas (rescate de las autopistas de peaje en pérdidas). Medidas estas últimas que han significado una transformación de deuda privada en deuda pública.


    A pesar de todo ello, estas políticas no han contribuido a que el desempleo dejase de crecer en nuestro país. Todo lo contrario: como sabemos, el ritmo de destrucción de empleo se acelera con la aplicación de estas medidas. Los recortes del gasto público vía multiplicador fiscal determinan la retirada de renta de la economía, lo que dado el contexto de desapalancamiento, en el que el sector privado no puede actuar como motor económico conlleva que la situación de estancamiento y cuasi deflación se convierta en estructural. Los recortes salariales, si bien pueden contribuir a incrementar pasajeramente las exportaciones, determinan simultáneamente caídas del consumo privado que desbordan negativamente cualquier efecto positivo del sector exterior sobre el crecimiento.


    En una economía como la española en donde los sectores poco productivos y de bienes no transables (es decir, no exportables) tienen un importante peso en el empleo total, el efecto negativo sobre la demanda interna de la devaluación salarial no se ve compensado por las ventajas para las exportaciones debido a esta estructura productiva. La transformación de un modelo productivo como el nuestro hacia otro orientado a las exportaciones no se hace de un día para otro, y requiere elementos y estrategias más importantes que la mera reducción del coste laboral.


    Por tanto, las sucesivas reformas laborales han fracasado en sus objetivos. Los recortes salariales no se traducen en creación de empleo. Es más, la alternativa de la llamada «flexibilidad interna» conduce también a un retroceso laboral y social: los ajustes salariales y de tiempos de trabajo están suponiendo una estrategia perfecta para incrementar los beneficios de las empresas, sin revertir en una significativa creación de empleo neto. Con plantillas más reducidas, las empresas pueden producir lo mismo o más porque pueden adaptar los tiempos de trabajo según sus intereses, hecho que frena las nuevas contrataciones. El dilema realmente no está entre la «flexibilidad externa» (ajuste vía despidos) y la interna (devaluación de salarios y cambios en el tiempo de trabajo). Se trata de que las estrategias empresariales no se basen en deteriorar la fuerza de trabajo y de que busquen otras vías productivas.


    Por otro lado, no se han abordado ninguno de los problemas básicos de nuestra economía, cruciales para entender la evolución del paro. No se ha llevado a cabo ninguna política para transformar la estructura productiva del país o para incrementar las capacidades recaudatorias del Estado.


    
      
        
      

      
        
          	
            


            
              Avanzar hacia la flexiseguridad¿Hacia qué flexiseguridad?
            


            Los mercados laborales austriaco y danés han sido puestos como ejemplos durante la crisis de posibles modelos de flexiseguridad: capaces de combinar flexibilidad en el mercado de trabajo para incentivar la contratación, junto con una alta protección social a los trabajadores.


            La Unión Europea ha promocionado en los últimos años este concepto, impulsando reformas laborales que supuestamente desarrollasen dicha flexiseguridad. Se trataba de garantizar una flexibilización y abaratamiento en las condiciones de despido para facilitar con ello una mayor contratación, garantizando en cualquier caso la seguridad de los trabajadores.


            La realidad ha resultado ser bien distinta. En primer lugar, debemos recordar que las reformas laborales encaminadas a facilitar el despido y reducir los costes asociados a este no han servido para crear empleo en el marco de la crisis. La reducción de costes laborales no tiene apenas traducción en la creación de empleo, como ya se ha visto, en la medida en que esta depende fundamentalmente del restablecimiento de la rentabilidad para las empresas y, especialmente en este momento, de la existencia o no de demanda en la economía.


            Pero, además, las reformas implementadas distan mucho de asimilarse a cualquier modelo de flexiseguridad. El modelo austriaco se basa en la existencia de un fondo económico que sustituye a la indemnización por despido y en el que cada trabajador acumula ingresos a lo largo de la vida laboral (provenientes de contribuciones mensuales de la empresa equivalentes al 1,5% del salario). El fondo, propiedad del trabajador, le acompaña de empresa en empresa pudiendo ser rescatado cuando se produce un despido o en el momento de la jubilación.


            Dinamarca presenta muy bajos costes por despido, que son, sin embargo, compensados con una elevada protección frente al desempleo: las prestaciones pueden alcanzar los 4 años de duración y los primeros dos años se percibe el 90% del salario.


            Las reformas aplicadas en España, Portugal, Grecia, Italia o Irlanda por imperativo de la UE poco tienen que ver con esos modelos: la seguridad de los trabajadores (bien en forma de salario adicional, como en Austria, bien en forma de prestaciones por desempleo, como en Dinamarca) no sólo no se ha incrementado sino que se ha reducido notablemente.


            Los costes que estos modelos tienen para las empresas o para el Estado han determinado que finalmente no hayan inspirado las reformas aplicadas más allá de la propaganda institucional de la UE.

          
        

      
    


    


    

  


  
    VI. ¿Qué hacemos con el paro? Una política económica alternativa, centrada en la creación de empleo


    El paro constituye en este momento el principal problema económico y social de nuestro país. Abordar medidas económicas que avancen vías de solución debiera ser, por tanto, el primer desafío de la política económica tanto del gobierno como de Bruselas. Sin embargo, y como acabamos de ver, la política económica aplicada ha sido un rotundo fracaso.


    En este apartado, así como en el siguiente, planteamos algunas reflexiones en torno a qué política económica debiera ponerse en marcha en el caso de que el Gobierno pretendiese verdaderamente terminar con el problema del desempleo. Dividimos nuestras propuestas en dos partes. En primer lugar abordamos qué cambios inmediatos tendrían que tener lugar para que se empezara a crear empleo de forma significativa en nuestra economía. En segundo lugar pretendemos abordar una reflexión de mayor recorrido que más allá de las medidas inmediatas, pero sin perder estas de vista contribuya a un replanteamiento profundo de nuestro modelo de empleo. No obstante, ambos planos se encuentran necesariamente interrelacionados: las medidas que se adopten con carácter de urgencia para revertir la actual situación del mercado de trabajo español deben facilitar y ser coherentes con el cambio estructural que proponemos.


    Una estrategia económica alternativa: condiciones sociales y políticas para su desempeño


    En numerosas ocasiones comprobamos cómo distintos economistas ofrecen respuestas a los diversos problemas económicos haciendo abstracción en buena medida de las condiciones sociopolíticas y de contexto en las que se inscribe la realidad analizada. Se presentan así baterías de medidas que en ocasiones toman la forma, bien de «cartas a los reyes magos», bien de propuestas tecnocráticas autistas a las consecuencias sociales que entraña su aplicación.


    La articulación de una estrategia económica alternativa debería cumplir al menos dos condiciones. En primer lugar, debe ser técnicamente viable y, por lo tanto, realizable. No obstante, el carácter aparentemente realizable de una política económica está muy influido por el contexto sociopolítico en el que se propone: cualquier propuesta que conlleve transferencias de rentas desde los grupos de poder hacia las clases medias o bajas será rápidamente calificada por los primeros como «inviable».


    Por lo tanto, y en segundo lugar, lo importante para articular una estrategia económica alternativa es que esta surja de la propia ciudadanía, organizada e involucrada en pensar y luchar por dichas demandas. Se precisa, por tanto, impulsar estrategias que sean difundidas y discutidas masivamente, de forma que estas puedan estar sustentadas en un amplio apoyo popular. Sin este apoyo cualquier cambio en la política económica quedará en mero decálogo de intenciones o, en caso de llegar a aplicarse, carecerá del necesario respaldo social para afrontar las previsibles resistencias patronales, mediáticas y tecnocráticas.


    La viabilidad de un programa económico alternativo no radica en un buen diseño técnico. Radica fundamentalmente en los apoyos sociales con los que cuente. Contribuir a que una estrategia de política económica rupturista y alternativa se popularice y sea discutida y defendida por los movimientos sociales, las asociaciones vecinales, las organizaciones sindicales y los partidos políticos es la única garantía de que esta se pueda poner en marcha en un momento dado. Ese es precisamente nuestro objetivo con este trabajo.


    Cuestiones inmediatas: ¿cómo solucionar el problema del paro aquí y ahora?


    Ante el fracaso de las políticas aplicadas por el Gobierno y por Bruselas, resulta imprescindible propiciar un giro radical en la política económica. No obstante, una nueva política económica que tome la creación de empleo como referente fundamental debe tener en cuenta que la crisis que vivimos es sistémica y que, además de los aspectos económicos, deben ser también consideradas otras dos cuestiones: la dramática situación ecológica que atravesamos y la crisis del actual modelo reproductivo.


    Necesitamos crear empleo urgentemente y necesitamos hacerlo tomando en consideración los elementos señalados. Ello no puede entrañar, por tanto, un incremento de las emisiones de gases de efecto invernadero que amenazan con hacer inviable la vida en el planeta como consecuencia del calentamiento global, y debe articularse sobre una transición energética que potencie el uso de las fuentes renovables. Desde una perspectiva de género debemos caminar en la dirección de un reparto efectivo del trabajo reproductivo y de cuidados, actualmente asignado a las mujeres en el ámbito de la familia patriarcal. Es necesario que se vayan transformando las relaciones productivas hacia un sistema de producción y reparto más justo, que no explote a las personas y que promueva la satisfacción de las necesidades sociales económicas, laborales, pero también de ocio y participación en la vida social y no el beneficio privado.


    Trataremos de tomar estas necesidades como marco de referencia en el que encuadrar tanto las cuestiones inmediatas que señalamos a continuación, como aquellas de mayor calado que abordaremos en el apartado siguiente.


    Política fiscal expansiva


    Es necesario terminar con las políticas de ajuste fiscal. La destrucción de empleo no ha tenido lugar únicamente como consecuencia de la crisis. Las políticas de austeridad también han contribuido a ello. Es necesario, por tanto, revertir estas políticas y sustituirlas por una política de estímulo fiscal que contribuya a relanzar la demanda agregada. Una política fiscal expansiva no basta para solucionar los problemas de empleo de la economía española, y por sí sola sería insuficiente. No obstante, resulta contraproducente no reconocer como hacen los economistas ortodoxos la potencialidad de dicha política para impulsar una posible salida de la crisis en beneficio de la mayoría social. En un contexto en el que tanto hogares como empresas en el sector privado se encuentran sumidos en un proceso de desendeudamiento como consecuencia de sus elevados ratios de apalancamiento, es difícil que se rompa la espiral deflacionista en nuestra economía por una vía que no sea la intervención del sector público.


    El Gobierno español y la UE han trasladado la opinión de que la austeridad está contribuyendo a propiciar una tímida recuperación. Sin embargo, a lo que hemos asistido en 2013 es precisamente a lo contrario: es el ligero relajamiento de dicha austeridad lo que está propiciando que las economías dejen de hundirse. En el Gráfico 12 observamos cómo son precisamente aquellos países que han experimentado menores recortes del gasto público los que han crecido más en 2013. E, igualmente, el buen dato del mercado de trabajo español en el segundo trimestre de 2014 prueba la potencialidad que entraña el relajamiento de los recortes fiscales.


    Gráfico 12. Gasto público real (sin intereses) y evolución del PIB (UE-27, 2013)


    [image: 3290.png]


    Fuente: elaboración propia a partir de AMECO.


    Además, en un contexto como el actual, en el que tanto bancos como empresas y hogares tratan de desendeudarse y las expectativas económicas son negativas, las medidas de inyección de liquidez del BCE no tienen efectos dinamizadores sobre la economía (e incluso contribuyen a alimentar nuevas dinámicas especulativas en el terreno financiero). Así, la política fiscal expansiva puede ayudar a romper el círculo vicioso de estancamiento y cuasi deflación en el que nos encontramos.


    Surgen en este punto dos cuestiones que, si bien no son directamente el objeto que aquí nos ocupa, no podemos dejar de mencionar, dado que rápidamente se argumentarán como posibles críticas frente a una medida de este tipo. En primer lugar, ¿cómo financiar una expansión del gasto público en un contexto de elevado endeudamiento del Estado español? Y, por otro lado, ¿cómo eludir las dramáticas consecuencias medioambientales del crecimiento económico? Damos respuesta ahora a la primera de ellas, dejando la segunda para el siguiente apartado.


    Una política fiscal expansiva tendría que venir acompañada de una reforma fiscal progresiva que incremente los ingresos públicos en nuestra economía. Con una carga fiscal notablemente inferior a la de la media de la UE y unos índices de fraude muy superiores más del 70% concentrado en las grandes empresas y fortunas, existe margen suficiente para incrementar los ingresos públicos por esa vía.


    Además, y mientras se alcanzan los resultados de una reforma de este tipo, debería exigirse que el BCE actúe como un verdadero prestamista de última instancia, asegurando con ello la financiación a coste muy reducido de la deuda pública. Es más, la implementación de una política fiscal expansiva debería caminar de forma paralela a un apoyo incondicional por parte del BCE a la sostenibilidad de los costes de financiación de la deuda pública de los gobiernos de la zona euro.


    
      
        
      

      
        
          	
            El Estado como «empleador de última instancia»


            El Employer of last resort (Empleador de última instancia, ELR según sus siglas en inglés) es una propuesta que plantea crear un programa de empleo a nivel estatal que ofrezca trabajo a todo aquel que desee trabajar en proyectos públicos, que cubran necesidades sociales reales, a cambio de un salario base y unas condiciones dignas. Parte del supuesto de que, para garantizar el pleno empleo en condiciones mínimamente dignas, es necesario desligar la creación de empleo del principio de rentabilidad de las empresas privadas.


            Lejos de pretender hacer asistencialismo social, ofrecer caridad a los parados o imponerles una obligación de trabajar a cambio de tener derecho a un subsidio, el ELR persigue un objetivo transformador, ya que pretende crear una oferta elástica e incondicional de trabajo para todo aquel que quiera trabajar en condiciones dignas. Esto implica que los salarios y las condiciones laborales ofrecidas por el ELR se convierten de hecho en las condiciones mínimas con las que la oferta de trabajo en el sector privado solo puede competir al alza. El ELR no se limita a ofrecer empleo durante las fases bajistas del ciclo económico, sino que lo haría de manera permanente, aunque obviamente la demanda de trabajo proveniente de estos programas sería mayor durante las fases bajistas.


            El ELR parte del principio de que para ser efectivo, además de por simples razones de democracia y de justicia, un programa de empleo público tiene que aceptar las condiciones de partida de las personas desempleadas a la hora de ofrecerles trabajo. Esto implica que tiene que adaptarse a las necesidades y condiciones reales de los parados, y crear trabajos adaptados a ellas/ellos sin excluir de antemano a nadie por su nivel de cualificación. Esto no quiere decir que no se ofrezcan planes de recualificación a los parados, sino que este tipo de programas tienen que involucrar al propio beneficiado en un proceso en el que él o ella sea quien fundamentalmente decida en cada momento. El ELR también plantea que es imprescindible que la ciudadanía y las organizaciones sociales participen a nivel local en la definición e implementación concreta de estos programas para asegurar que se correspondan con necesidades sociales reales.


            Para los defensores del ELR, las políticas tradicionales de estímulo a la demanda agregada, cuando ayudan a crear empleo, recurren a medios indirectos que son menos efectivos que la creación directa de puestos de trabajo por el sector público. Esas políticas tradicionales tienden, además, a beneficiar primero y sobre todo a los desempleados más cualificados, con posibilidades de obtener salarios relativamente más altos en cuanto se recupera la actividad en el sector privado, y tienden a dejar de lado a los desempleados menos cualificados y de larga duración.

          
        

      
    


    


    Creación de un escudo social


    Una política fiscal expansiva no debiera tener como objetivo estimular el gasto público por el mero hecho de gastar. De hecho, el Estado gasta mucho dinero en políticas que no favorecen el bienestar de las personas, como es el caso del gasto militar, por no mencionar la Corona, y muchas partidas que han supuesto un despilfarro importante del que se han aprovechado empresas privadas que realizan obras y suministran servicios públicos. El incremento del gasto público y la reorientación de este deben ir vinculados a una estrategia social. En una sociedad como la nuestra en la que se presentan contradicciones tan lacerantes como la existente entre nuestra enorme capacidad técnica y productiva, y la exclusión social a la que el sistema económico condena a quienes no tienen un puesto de trabajo, resulta necesario desconectar progresivamente la cobertura de las principales necesidades sociales del mercado de trabajo. Es necesario avanzar en la creación de un «escudo social» que, gracias a un incremento del gasto en servicios sociales, combata la exclusión asociada al desempleo mediante el fortalecimiento de los subsidios, la ampliación de las ayudas sociales, la creación de una verdadera red de atención a la dependencia y, en definitiva, la construcción de un sistema de bienestar parcialmente desvinculado del mercado de trabajo.


    Además de criterios de equidad y justicia social, la construcción de este escudo social resultaría particularmente eficiente desde el punto de vista económico. Contribuiría a inyectar renta en los hogares más desfavorecidos precisamente aquellos que tienen una propensión al consumo privado más elevada y, por tanto, a dinamizar la demanda interna y la creación de empleo.


    Este escudo tiene que organizarse en torno a la participación directa de las personas afectadas, que decidan qué tipo de apoyo social y qué servicios necesitamos desarrollar. La ciudadanía no debiera ser una simple usuaria o perceptora de estos servicios, sino su protagonista. Actualmente mucha gente se está organizando en torno a sus problemas comunes, como es el caso de las Plataforma de Afectados por la Hipoteca, usuarios y profesionales de la sanidad, del sistema educativo, colectivos de desempleados,� La respuesta a todas estas problemáticas tiene que ser inmediata y formar parte de un proceso en el que las mejoras concretas vayan conduciendo a estrategias más profundas de transformación social.


    
      
        
      

      
        
          	
            El debate de la renta básica: ¿una vía para desconectar la cobertura de las necesidades sociales

            y el mercado de trabajo?


            En palabras de la propia Red Renta Básica: «La Renta Básica es un ingreso pagado por el Estado, como derecho de ciudadanía, a cada miembro de pleno derecho o residente de la sociedad incluso si no quiere trabajar de forma remunerada, sin tomar en consideración si es rico o pobre o, dicho de otra forma, independientemente de cuáles puedan ser las otras posibles fuentes de renta, y sin importar con quién conviva».


            A primera vista podrá parecer que una idea así tiene poco que ver con el problema del desempleo. Pero en realidad es el desempleo el que se plantea como «problema» solo porque la economía capitalista funciona sobre la base de subordinar la existencia material de las personas al trabajo para el mercado.


            El acceso al fruto de la riqueza se hace principalmente a través del trabajo, hecho que excluye a personas que no encuentran trabajo o bien se dedican a actividades no consideradas como empleo, como es el caso del trabajo doméstico y de cuidados. En algunos países, para muchos bienes que se consideran básicos (como la sanidad o la educación) se intenta evitar la exclusión y se garantiza un acceso universal.


            La renta básica persigue precisamente desvincular el derecho de las personas a asegurarse una existencia material mínima de la necesidad de trabajarremuneradamente. El trabajo dejaría de ser una obligación impuesta por la necesidad de sobrevivir y se convertiría en una opción para aquellos que deseen mejorar su situación económica o que persigan realizarse laboralmente. Con una renta básica la gente tendría más libertad para buscar el trabajo que fuera más acorde con su formación y sus gustos, y no se verían obligados a aceptar condiciones de explotación. ¿Cómo se financiaría? La introducción de una renta básica universal e incondicional iría acompañada de la supresión de todas las asignaciones públicas monetariascuyo montante fuera inferior, pero cualquier ingreso superior a la renta básica sería acumulable. Sería financiado por una reforma fiscal progresiva. Personas de cualquier nivel de renta tendrían derecho a percibirla, pero en términos netos aquellos con mayores rentas contribuirían más a financiarla a través del impuesto sobre la renta de lo que ellos mismos percibirían como renta básica.Es decir, la renta básica la recibe todo el mundo, pero no toda la población gana. Los ricos pierden, los pobres y las rentas más bajas ganan.


            No obstante, numerosos economistas cuestionan desde el punto de vista del igualitarismo una medida de este tipo. Aun reconociendo la utilidad de una reivindicación como la renta básica para hacer pivotar la lógica desde el crecimiento hacia la distribución, y para paliar situaciones de precariedad laboral y pobreza, podemos destacar dos grandes problemas. En primer lugar, aunque la renta básica es incondicional (no depende de la situación laboral ni económica del individuo) y aditiva (se añade a cualquier ingreso), esta medida lejos de promover la igualdad y el reparto del trabajo podría traducirse en una proliferación de empleos de poca entidad, a tiempo parcial y de bajos salarios que complementen los ingresos familiares (con mucha mayor incidencia para las mujeres). Contribuiría con ello a incrementar la segmentación del mercado de trabajo. Es decir, esta medida no cuestiona la estructura de clases ni sus mecanismos de legitimación de las desigualdades. Pero además, y en segundo lugar, la aportación del individuo a la sociedad difícilmente puede dejar de ser la base de los derechos colectivos.

          
        

      
    


    


    Supresión de la estrategia de devaluación interna, derogación de las últimas reformas laborales y fortalecimiento de la capacidad de negociación de los asalariados


    En la situación actual, una subida de los salarios no sólo no atentaría contra una posible recuperación económica sino que la facilitaría. Es precisamente la estrategia de reducción de los salarios la que hemos visto que hunde a la economía en una dinámica de recesión y deflación.


    En una economía capitalista, el reparto entre salarios y beneficios que obedece a la propia estructura de clases determina el régimen de distribución. Por ello, puede afectar también al patrón de crecimiento. Esto se debe al papel contradictorio que desempeña el salario en nuestra economía. Por un lado, es coste para las empresas, y una reducción de este coste puede animar la inversión al incrementar la rentabilidad. Pero, por otro, el salario es el principal y casi único ingreso para la mayoría de los hogares, por lo que constituye el principal factor explicativo del consumo privado y, por tanto, uno de los principales motores de la demanda agregada.


    La mayoría de los estudios empíricos realizados hasta la fecha muestran cómo el efecto positivo que tiene un incremento de los salarios sobre el crecimiento económico es superior al posible efecto negativo asociado al desincentivo de la inversión. Esto se debe en buena medida a que en el corto plazo la inversión reacciona antes a los cambios en la demanda que en los costes.


    Para que sea posible una «recuperación impulsada por los salarios», un primer paso a dar sería regular de nuevo el mercado de trabajo español, derogando las últimas reformas laborales que han erosionado especialmente la última la capacidad de negociación de los asalariados y, con ello, la posibilidad de coordinar incrementos salariales a escala estatal. Para ello sería necesario centralizar de nuevo el ámbito de la negociación (volviendo a dar prioridad al sector frente a la empresa o incluso al marco estatal), restringir los despidos (particularmente en empresas con beneficios) y penalizar fuertemente la contratación temporal (fijando un salario más alto para los contratos temporales, estableciendo penalizaciones en las contribuciones sociales o limitando cuantitativamente su utilización).


    Esta estrategia de «recuperación impulsada por los salarios» vendría a reforzar la política expansiva del gasto público anteriormente mencionada. Rápidamente se argumentará, sin embargo, que un incremento de los salarios atentaría contra nuestra competitividad externa y, por lo tanto, contra el propio crecimiento económico. Es necesario recordar a este respecto dos cuestiones: en primer lugar, la competitividad de una economía no depende única ni principalmente de sus precios de exportación (siendo clave otros factores como la calidad o las gamas producidas). Además, la competitividad precio también se puede lograr mediante una contención de los márgenes empresariales (actualmente los salarios se reducen y no así los márgenes empresariales, que crecen notablemente, lo que determina que los precios de exportación se mantengan).


    La política económica aquí defendida necesaria además para que la salida de la crisis se pueda producir en beneficio de la mayoría social tiene una virtud adicional de la que carece la estrategia actual de Bruselas: mientras que esta última presenta un carácter competitivo que devalúa su implementación, la que nosotros proponemos es de naturaleza netamente cooperativa, de forma que cuantos más países la implementen tanto mejor funcionará. Así, mientras que las «devaluaciones internas» impulsadas por la troika al aplicarse simultáneamente en varios países refuerzan los efectos depresivos a escala continental, una recuperación liderada por los salarios resultaría tanto más beneficiosa para Europa cuantos más países la llevasen a cabo.


    Apoyo del sistema financiero a la economía real


    La experiencia de los últimos años evidencia que resulta urgente y necesario regular el sistema financiero. Es necesario eliminar una gran cantidad de actividades que sólo promueven la especulación, y la regulación financiera debe servir para canalizar recursos hacia el sector público y hacia usos sociales productivos en condiciones distintas de las del mercado, de forma que sea posible poner el crédito al servicio de la creación de empleo. El control público y social de la banca mediante una estricta normativa, así como la creación de una importante banca pública, debieran ser los principales ejes de esta estrategia.


    El control público de la banca es fundamental para imponer cualquier política que proteja efectivamente el empleo. En España el peso en el empleo de las microempresas y las PYMES es particularmente alto comparado con otros países de la UE, y este sector es muy dependiente de las líneas de liquidez y financiarización de la banca. Durante la crisis se ha dejado quebrar a miles de PYMES simplemente porque la banca les ha cortado la liquidez al reducirse su facturación, impidiendo con ello que pudieran seguir pagando a trabajadores y proveedores. Una banca bajo control público y social, no sujeta a criterios de rentabilidad, habría podido mantener las líneas de liquidez abiertas a las PYMES y haber limitado así la destrucción de empleo causada por la quiebra de muchas de estas empresas.


    Quitas sobre las deudas hipotecarias


    Por último, un pilar necesario de la política económica que aquí proponemos pasa por retirar la losa que pesa en este momento sobre buena parte de los hogares y empresas, y sobre el conjunto de la economía española. Hacemos especial incidencia en este caso en la deuda de los hogares, pues de nada servirá que crezcan los salarios si este crecimiento es utilizado fundamentalmente para desendeudarse y no para incrementar el consumo privado.


    Es necesario en este sentido acometer quitas de las deudas privadas mediante una reducción significativa en el valor facial de las hipotecas. Políticas similares se pusieron en marcha en EEUU durante la década de 1930, o en Islandia en el contexto de la crisis actual, y en ambos casos las quitas colaboraron a una recuperación progresiva de la renta disponible de los hogares y, con ello, a la dinamización de la actividad económica.


    El saneamiento de las entidades bancarias que una medida de estas características podría conllevar debiera hacerse con cargo a gerentes, accionistas y acreedores, y no con cargo al erario como ha sucedido hasta la fecha en nuestra economía. En todo caso ,debería seguirse el principio de que soporte las pérdidas quien más capacidad tenga para ello y evitando siempre imponerles quebrantos a familias trabajadoras convertidas en inversores minoristas por estafa de los bancos. Las ayudas públicas que pudiesen hacer falta tras este saneamiento deberían acompañarse de la correspondiente toma de control accionarial de las instituciones financieras por parte del Estado.


    Mecanismos que promuevan la igualdad en el acceso al empleo


    Las mujeres han sufrido históricamente una tasa de paro superior a la de los varones. La posición subalterna de las mujeres en el mercado de trabajo viene dada por el papel que nuestra sociedad patriarcal les otorga como «responsables» de los trabajos reproductivos y de cuidados. Esta división sexual del trabajo tiene, entre otras consecuencias, una menor incorporación de la mujer al mercado de trabajo, una incorporación en la que pesan más los empleos a tiempo parcial y un mayor rechazo a ser contratadas por parte de los empresarios.


    En ausencia de medidas que promuevan activamente la igualdad en el acceso al empleo, la recuperación económica y la creación de empleo no beneficiarán igualmente a hombres y mujeres. De este modo, un avance efectivo en la igualdad de género exigiría inversiones públicas específicas, como son los permisos de paternidad y maternidad iguales e intransferibles, pagados al 100% para ambos progenitores, así como la universalización de la educación infantil desde los cero años.


    

  


  
    VII. Repensar el modelo de empleo y el modelo productivo


    Las medidas concretas que hemos apuntado anteriormente para abordar de forma inmediata el problema del desempleo deben inscribirse en transformaciones económicas y sociales de mayor calado, que conlleven la reorganización de nuestro modelo productivo y nuestro modelo de empleo.


    Hacia la soberanía económica


    Las medidas orientadas al estímulo de la demanda agregada señaladas resultan insuficientes para garantizar una recuperación del empleo si no se enmarcan en una estrategia que vaya más allá.


    El modelo productivo del Estado español se encuentra actualmente devastado, no solamente por la crisis, sino también por muchos años de erosión del tejido industrial y de especialización en el turismo y en el sector inmobiliario. Esta estructura productiva genera una importante dependencia externa para muchos bienes y manufacturas, particularmente para los de mayor contenido tecnológico, dado que se carece de desarrollo industrial significativo en estos sectores. Pero el modelo productivo español no sólo es débil por ser excesivamente dependiente del exterior. Es débil porque no es capaz de garantizar las principales necesidades sociales y productivas de nuestro país.


    Así, reforzar la «soberanía económica» no debe entenderse como una forma de privilegiar el capital nacional frente al extranjero. Se trata de construir un tejido productivo autocentrado, que adopte como prioridades la satisfacción de las necesidades sociales y medioambientales, la creación de empleo, así como la inclusión de la propia ciudadanía en el diseño e implementación de dicha estrategia; por ejemplo, priorizando los bienes y servicios sociales y colectivos. Tanto el sector público como el privado estarían orientados al desarrollo de esta estrategia. Para ello es necesario un importante debate en torno a cuáles deben ser las necesidades sociales que debemos y podemos desde el punto de vista de la sostenibilidad ecológica atender.


    La importancia de la industria en la creación de empleo no es cuantitativamente importante, en tanto en cuanto es el sector donde más fácilmente se incorporan cambios tecnológicos y aumenta la productividad. No obstante, su capacidad para estructurar y articular el desarrollo conjunto de un modelo productivo coherente tanto industrial como de servicios resulta esencial a la hora de abordar la sustitución de nuestro modelo de empleo. Un modelo de desarrollo más articulado y estructurado habría facilitado que con la llegada de la crisis la destrucción de empleo hubiese sido mucho menor. Buena prueba de ello es que la evolución del desempleo en nuestra economía ha sido sensiblemente menor en aquellos territorios que como Euskadi, Navarra, Cataluña o Madrid mantienen cierta base industrial. Resulta necesario, por tanto, un proceso de reindustrialización.


    Ahora bien, no se trata de perseguir el crecimiento de la producción industrial, ni tampoco de desarrollar cualquier tipo de inversión por un mero objetivo productivista. La reindustrialización estaría enfocada a avanzar en la soberanía mencionada, a llenar los vacíos que ahora existen y a producir aquellos bienes que son necesarios para el conjunto de la población por su consumo directo o porque se utilizan en la producción de otros bienes y servicios. Desarrollar una industria propia mitigaría los desequilibrios comerciales, cubriría necesidades productivas insatisfechas y estimularía nuevos yacimientos de empleo.


    La demanda interna debe estar en el centro de esta política. Se trata de generar una producción dirigida al mercado interno, que maximice la creación de puestos de trabajo, propicie la necesaria descarbonización de la producción y la transición hacia el uso de energías renovables, y despliegue nuevos patrones de consumo centrados en garantizar la sostenibilidad ecológica y social.


    No obstante, una estrategia de soberanía económica no se puede limitar a la industria que ciertamente tiene un papel clave; también afecta a los restantes sectores productivos. La soberanía económica abarca tanto las nuevas inversiones como la regulación de las empresas que ya existen, para orientar los recursos productivos hacia las necesidades sociales. Además, una estrategia de soberanía económica podría emplear diversas fórmulas que ya existen o bien otras a explorar. El punto de partida sería determinar colectivamente cuáles son los sectores clave para el desarrollo económico (tecnología, energía,�etc.) y para los bienes y servicios básicos de la población (suministros, comunicaciones, alimentación,�etc.), y establecer las medidas más adecuadas para un control social de estas producciones. El apoyo popular y las formas de organización y participación determinarán las posibilidades, que pueden ir desde la nacionalización de empresas y la socialización de activos productivos hasta el establecimiento de requisitos y condicionamientos en la actuación de las empresas privadas.


    En este sentido, el desarrollo del cooperativismo y las empresas autogestionadas puede resultar de especial ayuda, en la medida en que puede contribuir a reforzar el carácter social de la soberanía económica. De este modo, la reindustrialización y el cambio de modelo productivo podrían desarrollarse con cotas de mayor democracia económica y, con ello, con una mayor prioridad a los objetivos de creación de empleo.


    Hacia un modelo ecológicamente sostenible


    No es viable en términos ecológicos que el pleno empleo se alcance única, ni principalmente por la vía de un incremento generalizado y masivo de la producción material.


    Debemos, por lo tanto, encuadrar las medidas anteriormente planteadas en el marco de lo que nos ha enseñado a lo largo de las últimas décadas la Economía Ecológica. Esto da lugar a dos consideraciones.


    En primer lugar, la política fiscal y el desarrollo productivo debieran centrarse en determinados ámbitos que faciliten la recuperación del empleo y el crecimiento de la renta de los hogares, sin ocasionar con ello un incremento de las emisiones de gases de efecto invernadero. La demanda pública debe orientarse no sólo hacia servicios sociales tales como la atención a la dependencia, la sanidad, la educación, todos ellos intensivos en fuerza de trabajo y de limitado consumo energético. También tiene que impulsar la transición necesaria para avanzar hacia una economía sostenible, asegurando tanto las inversiones necesarias para ello rehabilitación inmobiliaria, reconversión energética, descarbonización productiva como la correspondiente «transición justa» para los trabajadores de los sectores más contaminantes. La reindustrialización de nuestra economía debe pivotar en torno a un desarrollo coherente con la mencionada transición energética. Debe ser el desarrollo de sectores como las energías renovables, la rehabilitación inmobiliaria, la reconversión urbanística, las nuevas infraestructuras y transportes colectivos que impulse esta reindustrialización.


    Repartir el trabajo y la riqueza


    Para abordar la aparente contradicción entre la urgente necesidad de crear empleo en nuestra economía y los riesgos ecológicos asociados a un mayor crecimiento material, es necesario avanzar en el debate de la distribución de la renta, la riqueza y los recursos económicos. Frente a la lógica de crecer, debe imponerse la lógica de distribuir.


    Una política económica verdaderamente encaminada a crear empleo y a hacerlo reconvirtiendo en clave de sostenibilidad el modelo productivo, debiera pasar por una reducción generalizada de la jornada laboral. De hecho, no sólo hay que reducir sino también reorganizar la jornada laboral para asegurar a todo el mundo el acceso a un empleo remunerado que garantice tanto una renta adecuada como el desarrollo de una vida social plena. Ello conlleva una necesaria reestructuración de la renta a favor de la mayoría de la población. La reducción y reorganización de la jornada laboral debe ir también orientada a un reparto igualitario del trabajo reproductivo no mercantil. Esta será la única forma de hacer frente al desafío del desempleo sin comprometer con ello la sostenibilidad del planeta. Así, el reparto del empleo ya no haría necesaria la consecución de elevados ritmos de crecimiento y consumo material para ocupar a la población desempleada.


    Valgan dos casos como ejemplo, a pesar de sus importantes limitaciones. En primer lugar el caso francés: la reducción de la jornada laboral a 35 horas legislada por el Gobierno de Jospin supuso la creación de más de un millón de empleos netos durante el periodo 2000-2002 (años de crisis y de nula creación de empleo para otras economías europeas). Alemania ha experimentado una reducción de la jornada laboral más paulatina, y limitada, pero que también pone en evidencia el potencial que el reparto del trabajo encierra para crear empleo: entre 1995 y 2013 las horas totales trabajadas al año se han mantenido constantes, en el entorno de los 58.000 millones. Sin embargo, durante ese periodo la jornada laboral se ha reducido un 9%, pasando de 1.528 horas anuales por trabajador a 1.392, lo que ha permitido que el empleo creciese un 10%.


    Vayamos al caso de España para comprobar la potencialidad que entraña la reducción del tiempo de trabajo para crear empleo. En la Tabla 1 podemos ver la evolución histórica del empleo, la jornada laboral y la productividad en las últimas décadas.


    En una hora de trabajo se producía en 2013 un volumen de bienes y servicios 10 veces superior al que se lograba en 1950, lo que evidencia un espectacular progreso de la productividad por hora trabajada. Este fuerte crecimiento de la productividad laboral no ha impedido que el empleo total de la economía creciese durante este periodo un 45,5% (5,4 millones de puestos de trabajo). Esa evolución ha sido posible gracias fundamentalmente a dos factores: una progresiva reducción de la jornada laboral del 18,6%, que se concentra en la década de 1980, y un fuerte crecimiento extensivo durante el ciclo de 1996-2007.


    Hoy trabajamos 380 horas al año menos que en 1950. Haciendo un ejercicio de economía-ficción, y dando por hecho que el crecimiento del PIB y la productividad se hubiesen mantenido constantes durante este periodo, si hoy tuviésemos la misma jornada laboral que en 1950, la cifra de empleo actual sería únicamente de 14 millones de personas y la tasa de desempleo alcanzaría el 40% en lugar del 26%.


    Tabla 1. Empleo, jornada laboral y productividad en la economía española


    
      
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            

          

          	
            Empleo total (en miles de personas)

          

          	
            Jornada laboral anual (en horas)

          

          	
            Horas totales trabajadas al año (en miles)

          

          	
            PIB per cápita ($2013, PPA)

          

          	
            Productividad laboral por empleado ($2013, PPA)

          

          	
            Productividad laboral por hora trabajada ($2013, PPA)

          
        


        
          	
            1950

          

          	
            11.848

          

          	
            2.050

          

          	
            24.283.491

          

          	
            4.209

          

          	
            9.970

          

          	
            5

          
        


        
          	
            1960

          

          	
            12.029

          

          	
            2.029

          

          	
            24.410.878

          

          	
            5.907

          

          	
            15.045

          

          	
            7

          
        


        
          	
            1970

          

          	
            12.898

          

          	
            2.040

          

          	
            26.307.368

          

          	
            12.151

          

          	
            31.915

          

          	
            16

          
        


        
          	
            1980

          

          	
            12.391

          

          	
            1.912

          

          	
            23.689.907

          

          	
            17.696

          

          	
            53.538

          

          	
            28

          
        


        
          	
            1990

          

          	
            13.801

          

          	
            1.741

          

          	
            24.025.892

          

          	
            23.180

          

          	
            66.095

          

          	
            38

          
        


        
          	
            2000

          

          	
            16.412

          

          	
            1.731

          

          	
            28.401.149

          

          	
            29.637

          

          	
            73.297

          

          	
            42

          
        


        
          	
            2010

          

          	
            18.918

          

          	
            1.673

          

          	
            31.649.746

          

          	
            31.669

          

          	
            77.855

          

          	
            47

          
        


        
          	
            2013

          

          	
            17.243

          

          	
            1.669

          

          	
            28.779.488

          

          	
            30.145

          

          	
            82.815

          

          	
            50

          
        


        
          	
            Crecimiento total (%)

          

          	
            45,5%

          

          	
            -18,6%

          

          	
            18,5%

          

          	
            616,2%

          

          	
            730,6%

          

          	
            920,1%

          
        

      
    


    


    Fuente: Total Economy Database, Groningen Growth and Development Centre.


    Este ejercicio de economía-ficción permite constatar cómo el crecimiento de la productividad puede repercutir a largo plazo en la creación de empleo y en la reducción de la jornada laboral. El crecimiento de la productividad ha permitido, por un lado, que el PIB per cápita se multiplicase por 6,2 durante este periodo. Por otro, y en la medida en que el crecimiento de la productividad ha sido todavía mayor que la evolución del PIB per cápita, parte de dicho crecimiento ha podido destinarse a reducir la jornada laboral, a crear empleo y a evitar que se consolidase una elevadísima tasa de desempleo.


    El paulatino proceso de reducción de la jornada laboral en el Estado español durante el periodo de 1950-2013, como podemos observar en la Tabla 1, ha sido en todo caso muy limitado si lo comparamos con las posibilidades derivadas del fuerte crecimiento de la productividad durante estos años. Reducciones más intensas de la jornada laboral habrían permitido menores tasas de desempleo. Pensemos, además, que la jornada laboral anual por trabajador en nuestra economía está 220 horas por encima del caso francés, o 270 horas por encima de Alemania.


    Pero, además, la paulatina reducción que experimenta la jornada laboral en nuestra economía se detiene durante las décadas de 1990 y 2000. Resulta, por lo tanto, necesario que dicho proceso vuelva a avanzar con fuerza (como mínimo de forma similar a como sucedió en los años ochenta) para que los incrementos de la productividad permitan nuevas reducciones de la jornada laboral, así como un reparto del empleo.


    La reducción de la jornada laboral empezando lógicamente por las grandes y medianas empresas permitiría, además, invertir el modelo de redistribución regresiva de la renta instalado desde hace décadas en nuestra economía. Este patrón regresivo es el que precisamente evidencia el margen existente para una política de este tipo: los beneficios empresariales han ganado 5 puntos porcentuales sobre el PIB durante la crisis, y habían ganado otros tantos en los años inmediatamente anteriores a ésta. Un modelo de distribución más progresiva de la renta evitaría, además, que crecientes volúmenes de liquidez en manos del capital financiero alimenten nuevamente burbujas crediticias y bursátiles.


    La transformación de nuestro modelo de empleo debe tener en consideración la necesidad de un reparto no sólo del empleo sino de todos los trabajos productivos y reproductivos. Un reparto efectivo del trabajo reproductivo requeriría medidas que vayan más allá: dicho trabajo debería dejar de ser doméstico y convertirse en social. La responsabilidad de la reproducción y el cuidado de las personas, en todas sus vertientes, debe ser colectiva. Los servicios públicos, las facilidades para poner en común estas tareas y su reconocimiento social requieren un distinto reparto del tiempo y de los recursos. En todo caso, la reducción de la jornada laboral puede ser una base para el avance de una verdadera conciliación laboral y de un reparto efectivo del trabajo reproductivo. Algunos economistas han argumentado que una medida como la renta básica universal haría innecesarias reducciones de la jornada laboral, al desconectar la cobertura de las necesidades sociales del mercado de trabajo. Sin embargo, ambas medidas no son excluyentes entre sí, e incluso pueden reforzarse como vía para construir un modelo alternativo de trabajo.


    Una sociedad basada en criterios de igualdad y reciprocidad debería primar el que los incrementos de productividad derivados del avance tecnológico se socialicen, permitiendo «trabajar menos para trabajar todos», avanzando así hacia una sociedad del tiempo libre que no genere nuevas dualidades. Dados los avances tecnológicos, y si la rentabilidad privada no fuese el motor al que se subordinan las principales decisiones económicas, podríamos obtener la producción que necesitamos con pocas horas de trabajo diarias y garantizar simultáneamente empleo para toda la población. Al fin y al cabo, aunque en el capitalismo existe un sistema de apropiación privada de la riqueza, esta es el fruto del esfuerzo de muchas generaciones de personas, de la acumulación de conocimientos colectivos, y de recursos naturales que forman parte del medio natural en el que vivimos. Es de justicia pensar en una forma de reparto y disfrute de la riqueza más equitativa, igualitaria y libre.

  


  
    VIII. Conclusiones


    


    Una vez presentadas las principales líneas de trabajo para abordar el problema del desempleo, serán muchos los lectores a los que les surjan dos dudas legítimas. ¿Es posible la aplicación de estas medidas contra el desempleo en el marco de la actual zona euro? Es más, ¿es posible el pleno empleo en las sociedades capitalistas?



    Diversos economistas heterodoxos, tanto del Estado español como de otros países, vienen desde hace tiempo planteando que una política económica encaminada a crear empleo basada en un fuerte aumento del gasto público, la gratuidad y universalización de los principales servicios sociales, incrementos salariales, reducción de la jornada laboral y quitas sobre la deuda hipotecaria no cabe en el actual marco de la zona euro. Y puesto que dicho marco constituye un corsé para una política que ponga las necesidades sociales y la creación de empleo como principal prioridad, resultaría necesario antes de nada romper unilateralmente con la unión monetaria.


    Siendo cierto que las políticas aquí planteadas difícilmente podrán desarrollarse plenamente en el marco actual de la zona euro, entendemos que resulta más lógico señalar cuáles deben ser las prioridades en materia de empleo, y desvelar las propias contradicciones de la unión económica y monetaria, que limitarse a identificar la salida de la zona euro como la única solución viable. Diversas «salidas» o «rupturas» de la zona euro son posibles y, desde luego, no todas conducen al pleno empleo. Del mismo modo, la refundación integral del proyecto europeo que democratice sus instituciones, restituya la soberanía política y garantice la solidaridad interterritorial no debe excluirse como exigencia política sobre la que articular la política de empleo.


    Por otro lado, y respondiendo a la segunda pregunta, existe sobrada fundamentación teórica y evidencia empírica para defender que efectivamente el paro resulta consustancial a las sociedades capitalistas. ¿Quiere eso decir que no podemos articular una estrategia para intentar alcanzar el pleno empleo en la situación actual? En primer lugar, se debe ser consciente de que, aunque el pleno empleo no es una realidad que haya existido en las sociedades capitalistas salvo casos muy puntuales, las diferencias entre unas economías y otras, y entre unos momentos históricos y otros, son enormes: poco tienen que ver las reducidas tasas de paro de las economías desarrolladas durante las décadas de 1950 y 1960 con las experimentadas a partir de 1980, momento en el que empiezan a subir sustancialmente. Poco tiene que ver la tasa de paro que actualmente ostenta la economía española (del 26,6%) con la que presenta la economía alemana (5,4%). Y la política económica junto a otros factores estructurales como los señalados en el apartado IV resulta crucial para entender tales diferencias.


    Entre estos factores destacan el grado de desarrollo de una determinada economía, su inserción externa, el vigor de la demanda agregada o la dimensión del Estado del bienestar. En cualquier caso, entre estos factores ocupa un papel importante también la política económica aplicada. Sabemos que en las sociedades capitalistas los factores que explican la oferta y la demanda de trabajo responden a determinantes distintos y, por lo tanto, difícilmente coincidirán y «vaciarán» el mercado. Con ello, el empleo queda, en términos generales, al albur de las exigencias de la rentabilidad empresarial. Precisamente por ello la exigencia de pleno empleo delimita una batalla política de primer orden entre las distintas clases sociales centrada en la apropiación que los distintos grupos sociales hacen de la riqueza producida. En dicho contexto, la política económica resulta un instrumento primordial al servicio de un grupo social u otro. La política económica debe ser, por tanto, el instrumento que utilizado al servicio de los intereses de la mayoría social impida que se consolide una «recuperación sin ocupación». De hecho, la reflexión en torno a la política económica que verdaderamente necesitamos para solucionar el problema del desempleo y para hacerlo garantizando la sostenibilidad ecológica y tomando en consideración la necesidad de repartir el trabajo reproductivo, abre ineludiblemente un nuevo debate: ¿cómo democratizar la economía? No es fácil identificar a qué nos referimos cuando hablamos de «democratizar» un ámbito que, por definición, no es democrático. Resulta evidente, sin embargo, que aquellas medidas que van en la línea de limitar la gestión de la propiedad privada en aras del bienestar colectivo conllevan incrementos de igualdad, libertad y solidaridad (y, también, de eficiencia económica) que redundan en una mayor democracia. Así, que se regule por ley la calidad del empleo, que el gasto público garantice que el Estado actúe como contratante, o que los incrementos de productividad sirvan para reducir el tiempo de trabajo, evidencian cómo la política económica puede contribuir no sólo a la creación de empleo sino también a la democratización de la economía.
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